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El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

Ley:

Título I

Disposiciones generales

Capítulo I

Bases Jurídicas e Institucionales

ARTÍCULO 1º.- Creación y requisitos. Créanse las Policías Municipales en aquellos partidos de la Provincia de Buenos Aires con más de cien mil (100.000) habitantes –conforme al último Censo Nacional de Población-, que adhieran a la presente ley, sin limitaciones ni reservas, mediante ordenanza dictada por el Departamento Deliberativo municipal, con el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros.

ARTÍCULO 2º.- Bases. La presente ley establece las bases jurídicas e institucionales de las Policías Municipales de la Provincia de Buenos Aires en todo lo concerniente a la conformación orgánica, principios básicos de actuación, misión y función, cooperación y coordinación institucional e interjurisdiccional, dirección y administración, organización, bases profesionales, formación y capacitación, y supervisión y control.

ARTÍCULO 3º.- Parámetros. Los parámetros doctrinales, organizativos y funcionales establecidos en la presente ley son comunes para las Policías Municipales.

ARTÍCULO 4º.- Carácter y ámbito de actuación. Las Policías Municipales son instituciones públicas, armadas, únicas, especializadas y profesionales que tienen la responsabilidad del mantenimiento del Estado democrático de derecho mediante su intervención en la seguridad preventiva local, dentro del ámbito territorial del Municipio de referencia, con excepción de los lugares sometidos a la jurisdicción exclusiva provincial, federal o militar, frente la comisión de los delitos y/o faltas graves en su territorio.

Sus funciones y actividades están exclusivamente orientadas al libre ejercicio de los derechos y libertades de las personas, la protección y defensa de los derechos humanos, la convivencia ciudadana y la erradicación de la violencia.

ARTÍCULO 5º.- Sujeción. Las Policías Municipales están institucionalmente subordinadas a las autoridades municipales. Adecuan su desempeño a las normas emanadas del Departamento Deliberativo y tienen dependencia orgánica, funcional y operativa del 
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Departamento Ejecutivo, por lo que acatan las políticas fijadas y obedecen las directivas que imparte el/la Intendente/a Municipal o el/la funcionario/a a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad local que se designe a tal efecto.

ARTÍCULO 6º.- Organización y control. El Departamento Deliberativo del Municipio de referencia, observando estrictamente los parámetros establecidos en esta ley, deben dictar una Ordenanza Orgánica de Policía Municipal, sobre la base de los principios de eficiencia y eficacia, transparencia institucional y rendición de cuentas ante las autoridades públicas competentes e instancias sociales de participación, que debe establecer su estructura orgánica, bases profesionales, sistema educativo e instancias de control.

ARTÍCULO 7º.- Denominación de la policía. La Ordenanza Orgánica de Policía Municipal puede fijar libremente la denominación con la que se identifica a la Policía Municipal del partido, siempre que la designación no haya sido ya adoptada por otro Municipio.

ARTÍCULO 8º.- Delimitación de competencias. En la interpretación y aplicación de la presente ley rige el principio de subsidiariedad, entendiendo que la seguridad preventiva local debe ser organizada y atendida por la autoridad institucional, política y normativa que se encuentra más próxima a los sujetos de la política pública, por lo que el Estado Provincial concurre con carácter supletorio y asume por sí las competencias de seguridad preventiva local sólo en aquellos casos en que la Policía Municipal de referencia fallare en la ejecución de su misión o en circunstancias excepcionales, conforme lo establecen los artículos 45 y 77 de esta ley.

Capítulo II

Conformación orgánica

ARTÍCULO 9º.- Procedimiento. La conformación de las Policías creadas en el artículo 1º de esta ley se concreta con la transferencia al Municipio de referencia de las competencias, funciones y servicios policiales conducidos y administrados por el Poder Ejecutivo mediante la Policía de la Provincia de Buenos Aires que estén abocados a la seguridad preventiva local en el ámbito jurisdiccional de dicho Municipio, con ajuste a las siguientes etapas:

a. Etapa I.- Aprobación y publicación de la Ordenanza de adhesión, conforme a lo previsto en el artículo 1º de esta ley, estableciendo expresamente la modalidad elegida de acuerdo a una de las siguientes opciones:

1. Organización de la Policía Municipal con el traspaso de unidades organizativas de Policía de la Provincia de Buenos Aires con sus respectivos cargos, nivel de funciones ejecutivas, dotaciones de personal, patrimonio, bienes, recursos y créditos presupuestarios.
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2. Organización de la Policía Municipal con el traspaso del patrimonio, bienes, recursos y créditos presupuestarios de las unidades organizativas de Policía de la Provincia de Buenos Aires que correspondan.

b. Etapa II.- Designación e incorporación, con ajuste a lo previsto en el inciso b) del artículo 23 de esta ley, de los tres (3) representantes del Municipio que deben integrar ad-hoc el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales creado por el artículo 19 de esta ley; Prestación de asistencia técnica, a los Municipios que lo soliciten, para el diseño y planeamiento organizacional de la institución policial; y Concertación del/los convenio/s específico/s de conformación.

c. Etapa III.- Suscripción del/los Convenio/s específico/s, conforme a lo previsto en el artículo 29 de esta ley, entre el Poder Ejecutivo y el Departamento Ejecutivo del Municipio, que debe/n ser ratificado/s por el Departamento Deliberativo de referencia para su entrada en vigor.

d. Etapa IV.- Aprobación y publicación de la Ordenanza Orgánica, de acuerdo con los parámetros establecidos en esta ley y conforme a lo previsto en el artículo 6º, que establece la estructura orgánica, bases profesionales, sistema educativo e instancias de control de la Policía Municipal de referencia.

e. Etapa V.- Conformación y puesta en funcionamiento de la Policía Municipal de acuerdo al cronograma establecido en el/los Convenio/s específico/s estableciendo, simultáneamente, el sistema de supervisión y control previsto en el inciso b) del artículo 38 y cc. de la presente; y la designación e incorporación, con ajuste a lo previsto en el inciso d) del artículo 32 de esta ley, de los representantes del Municipio que deben integrar ad-hoc la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia en las Policías Municipales que crea el artículo 30 de esta ley, cuando así corresponda.

La duración y características de las etapas se deben adecuar a los requerimientos institucionales y acuerdos a los que se arribe en cada caso.
El Departamento Deliberativo del Municipio de referencia puede ratificar el/los Convenio/s específico/s y establecer la Estructura Orgánica, conforme a lo establecido en los incisos c. y d. precedentes, mediante una única Ordenanza.

ARTÍCULO 10.- Delimitación de la transferencia. A los fines de la transferencia de las unidades organizativas con sus respectivos cargos, nivel de funciones ejecutivas, patrimonio, bienes, recursos, créditos presupuestarios y dotaciones de personal si correspondiere, se debe emplear la estructura orgánica de la Policía de la Provincia de Buenos Aires que estuviera vigente al 31 de diciembre del año anterior a la promulgación de esta ley, de acuerdo con la Ley 13.482 de Unificación de las Normas de Organización de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, careciendo de validez a estos efectos toda modificación dictada o publicada con posterioridad.
	[image: image4.jpg]




	Honorable Cámara de Diputados

 Provincia de Buenos Aires



	


ARTÍCULO 11.- Traspaso de patrimonio y bienes. La transferencia del patrimonio y los bienes objeto de traspaso se debe hacer sobre la base de los inventarios correspondientes al ejercicio presupuestario inmediato anterior a la sanción de esta ley, siempre que los mismos se estén afectados a las dependencias y/o servicios de la Policía de la Provincia de Buenos Aires abocados a la seguridad preventiva en jurisdicción del Municipio de que se trate, en tanto no implique el desmembramiento de sistemas inescindibles, y debe abarcar:
a. El equipamiento técnico, el material de acción directa, el sistema de armas y municiones con los cuales se llevan a cabo las labores de seguridad preventiva, y la indumentaria, elementos de protección y demás accesorios que use el personal policial.

b. El sistema de movilidad policial terrestre comprendiendo al conjunto de vehículos identificables y no-identificables, patrulleros, camionetas, camiones, ómnibus, motos, bicicletas, cuatriciclos, triciclos o todo otro medio de locomoción terrestre de uso policial afectado a la seguridad preventiva.

c. Los sistemas de telefonía fija, móvil y de comunicaciones de imágenes, audio y datos, incluyendo los componentes de la red de comunicaciones policiales que permite la conectividad entre las diferentes dependencias y unidades de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

d. El sistema de comunicación policial operacional compuesto por el conjunto de equipos de base o fijos y de base móviles, las terminales portátiles (HT) y las antenas repetidoras con sus correspondientes frecuencias, exclusivamente abocadas a las comunicaciones de datos, imágenes y audio en función de las labores de seguridad preventiva.

e. El sistema informático policial compuesto por las terminales de computadores, impresoras y equipos de escaneo así como las licencias informáticas de los programas básicos –procesadores de textos, de datos, programas de diseño y antivirus-, de los motores de las bases de datos administrativas y policiales, y de los programas vinculados a las labores policiales de seguridad preventiva con sus licencias y fuentes, en caso que se tratare de desarrollos propios o tercerizados, y las bases de datos con sus respectivos registros referidos al personal, al patrimonio y/o a las labores de seguridad preventiva objeto del traspaso; todo ello con sus respectivos equipos servidores.

f. La infraestructura policial edilicia, que abarca los inmuebles e instalaciones operacionales y de apoyo que albergan al conjunto de las unidades objeto de la transferencia.

ARTÍCULO 12.- Condiciones del traspaso. Los bienes que componen la infraestructura detallada en el artículo precedente, deben ser transferidos con sus respectivos títulos, libres de gravamen alguno, con el pago de los impuestos o tasas al día, y debidamente inventariados e individualizados, cuando así corresponda por la naturaleza del bien de que se trate. El Poder Ejecutivo debe dictar, por única vez, las medidas administrativas y/o debe promover los proyectos legislativos que resulten necesarios a los fines de condonar o eximir 
	[image: image5.jpg]




	Honorable Cámara de Diputados

 Provincia de Buenos Aires



	


las deudas impositivas que pesaren sobre dichos bienes y suscribir las escrituras traslativas de dominio que correspondieren.

ARTÍCULO 13.- Servicios comunes. El Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio a cargo de la dirección de los asuntos de seguridad pública, debe crear los siguientes servicios comunes para las Policías Municipales:

a. Una red de comunicación que enlace a todas las Policías Municipales.

b. Los sistemas de información de seguridad pública necesarios a los fines de una adecuada coordinación y actuación, al que deben tener acceso, mediante los protocolos de seguridad correspondientes, aquellos Municipios que hubieran conformado una Policía Municipal.

Estos servicios comunes se planifican y organizan conforme a los parámetros que fije al efecto el Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales que crea el artículo 65 de esta ley.

ARTÍCULO 14.- Afectación específica. Los recursos, patrimonio, bienes y personal mencionados precedentemente deben ser afectados exclusivamente a las unidades organizativas de la Policía Municipal abocadas a la prestación de los servicios policiales de seguridad preventiva local.

ARTÍCULO 15.- Plazo. El proceso de transferencia debe cumplirse en el plazo máximo de tres (3) años, contados desde la entrada en vigencia del/los convenio/s específico/s de conformación de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 16. Principio de sustitución. El inicio del funcionamiento efectivo de las Policías Municipales se basa en el principio de sustitución, mediante el cual se despliegan y entran en funciones, gradualmente, de acuerdo con el cronograma acordado en el/los convenio/s específico/s para su conformación establecidos en el artículo 29 de esta ley, al mismo tiempo que se repliegan y dejan de ejercer dichas funciones la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 17.- Ordenanza de adhesión. La Ordenanza de adhesión sin limitaciones ni reservas prevista en el artículo 1° de esta ley, además, debe:

a. Explicitar la modalidad elegida de acuerdo a lo establecido en el inciso a. del artículo 9° de esta ley.

b. Designar al representante del Departamento Deliberativo que debe integrar como miembro ad-hoc el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales que crea el artículo 19 de esta ley, fijando su remuneración en caso que no se tratara de un funcionario ya remunerado por el Estado Provincial o el Municipio.

c. Estipular si el Municipio requiere asistencia técnica provincial para elaborar la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal y planificar su organización.
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ARTÍCULO 18.- Control parlamentario. Asígnanse a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de las Políticas de Prevención del Delito, Seguridad, Criminalística, Criminología e Inteligencia y de los Órganos y actividades que desarrollan las mismas en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, creada por Ley 12.068, las siguientes funciones:

a. Supervisar, en general, la aplicación de esta ley y, en particular, los procesos de transferencia y/o conformación de las Policías Municipales y el funcionamiento de la Auditoría General de Policías Municipales, que crea el artículo 37 de esta ley, y del Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales, que crea el artículo 65 de esta ley.

b. Efectuar el seguimiento de la labor de los órganos creados por esta ley, y la supervisión de los estudios, actividades y gestiones necesarias y conducentes a los fines de la suscripción de los convenios necesarios para la implementación de las Policías Municipales.

c. Proyectar las normas y adoptar las medidas necesarias y conducentes a fin de cumplimentar el proceso de transferencia y/o conformación en el plazo previsto en el artículo 15 de la presente ley.

d. Aprobar el cumplimiento cada una de las etapas del procedimiento para la conformación de las Policías Municipales, con el voto de la mitad más uno del total de sus miembros.

e. Autorizar la ejecución de los planes operativos diseñados para el cumplimiento de cada una de las etapas y de los programas de asistencia técnica a los Municipios que así lo requieran.

f. Proponer, a los Presidentes de ambas Cámaras, los nombres de los representantes de la Legislatura Provincial para integrar el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales que crea el artículo 19 de esta ley.

g. Designar a los dos expertos o funcionarios sin estado policial que deben integrar la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia en las Policías Municipales que crea el artículo 30 de esta ley.

h. Aprobar por mayoría simple la incorporación de los miembros propuestos para integrar la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia en las Policías Municipales que crea el artículo 30 de esta ley.

i. Velar por la efectiva transferencia al ámbito del Municipio de referencia de los recursos incorporados en el/los convenio/s específico/s suscripto/s en los términos de los artículos 21, 29, 140 y cc. de esta ley.
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ARTÍCULO 19.- Comité Ejecutivo. Creación. Créase el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales, en el ámbito la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 20.- Comité Ejecutivo. Funciones. El Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales tiene por función establecer criterios técnicos, fijar cronogramas, diseñar planes operativos, brindar asistencia técnica y desarrollar las acciones necesarias para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, quedando expresamente facultado para requerir información, dirigir relevamientos, elaborar informes y dictar normas transitorias para la organización de los procedimientos, debiendo interpretarse sus potestades en sentido amplio, incluyendo todas aquellas que resulten necesarias para el cumplimiento de su cometido.

ARTÍCULO 21.- Comité Ejecutivo. Presupuesto. A los fines establecidos en el artículo precedente, el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales debe determinar el monto de los recursos presupuestarios asignados a la Policía de la Provincia de Buenos Aires para afrontar los gastos corrientes y de capital que demande el cumplimiento de las funciones de seguridad preventiva local en el ámbito del Municipio de referencia, al 31 de diciembre del año anterior a la promulgación de esta ley. Los órganos del Poder Ejecutivo con competencia en materia presupuestaria y/o policial debe suministrar dentro del plazo de diez (10) días toda la información que le requiera del Comité para el cumplimiento de su cometido.

ARTÍCULO 22.- Comité Ejecutivo. Integración. El Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales debe estar integrado por expertos con reconocida trayectoria en el ámbito del gobierno y/o gestión de la seguridad pública y por funcionarios con competencia en la materia objeto de esta ley, conforme se establece a continuación:

a. Dos (2) representantes de la Legislatura Provincial, designados conjuntamente por los presidentes de ambas Cámaras, a propuesta de la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068.

b. Dos (2) representantes del Poder Ejecutivo, designados por el Gobernador de la Provincia.

c. Un (1) representante ad-hoc del Departamento Deliberativo de cada Municipio que inicie la transferencia.

d. Dos (2) representantes ad-hoc del Departamento Ejecutivo de cada Municipio que inicie la transferencia.

ARTÍCULO 23.- Comité Ejecutivo. Régimen de funcionamiento. El Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales debe funcionar conforme a los siguientes parámetros:
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a. Cumplida la designación de los representantes de la Legislatura y del Poder Ejecutivo debe conformarse inmediatamente el Comité Ejecutivo, facultando expresamente al Presidente de la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068 para convocar y dirigir la primera reunión.

b. Los tres (3) representantes que designe cada Municipio se deben integrar al Comité Ejecutivo específicamente para el tratamiento de los asuntos que correspondan a su jurisdicción, ejerciendo plenamente los derechos de voz y voto en esta materia. No deben intervenir, en consecuencia, en la resolución de aspectos particulares que versen sobre el funcionamiento del Comité Ejecutivo o la elección de sus autoridades ni en el establecimiento de pautas o normas de organización del procedimiento de conformación que resulten aplicables de modo común y uniforme a todas las jurisdicciones.

c. Los miembros del Comité Ejecutivo enunciados en los incisos a y b del artículo precedente, deben aprobar, por simple mayoría, su reglamento interno. Hasta su dictado, se debe emplear supletoriamente el Reglamento Interno de la Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires.

d. Anualmente deben elegir entre sus miembros, por mayoría simple, a un Presidente y a un Secretario, que pueden ser reelectos. Interín estas designaciones se realicen, debe ejercer la presidencia el miembro de mayor edad y la secretaría el de menor edad.

e. La Legislatura de la Provincia de Buenos Aires, conforme lo acuerden los Presidentes de ambas Cámaras, debe asignar al Comité Ejecutivo el presupuesto con el que debe atender sus gastos operativos, de funcionamiento y asistencia técnica y le debe asignar los espacios físicos y el personal administrativo, técnico y de asesoramiento que resulte necesario.

f. Los miembros del Comité Ejecutivo deben percibir por su labor una remuneración mensual igual a la correspondiente a los Secretarios de la Cámara de Senadores, siempre que no percibieren otra retribución abonada por el Estado provincial o los Municipios de referencia.

g. El Comité Ejecutivo debe sesionar, como mínimo, una vez por semana, labrando en cada oportunidad el acta respectiva, pudiendo establecer únicamente dos recesos al año, por un período máximo de quince (15) días cada uno.

h. Las sesiones del Comité Ejecutivo deben ser públicas, excepto que por la naturaleza de los temas a tratar, previamente se establezcan como de carácter reservado.

i. Concluido el proceso de conformación de las Policías Municipales, se debe disolver el Comité Ejecutivo archivando todo su acervo documental, debidamente clasificado, en el Archivo de la Cámara de Senadores.
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ARTÍCULO 24.- Comité Ejecutivo. Planes Operativos. El Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales debe elaborar un Plan Operativo General para instrumentar cada etapa del proceso de conformación en cada uno de los Municipios que adhiera, que debe ser autorizado, previo a su inicio, por la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068.

ARTÍCULO 25.- Comité Ejecutivo. Programas de Asistencia Técnica. A pedido de los Municipios, conforme a lo establecido en el inciso c) del artículo 17 de esta ley, el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales puede instrumentar Programas de Asistencia Técnica para cooperar y atender los requerimientos de los Departamentos Deliberativo y Ejecutivo durante el proceso de conformación de las Policías Municipales, especialmente en los aspectos vinculados al diagnóstico de situación, conformación orgánica y planeamiento estratégico de la seguridad preventiva local, para lo cual puede emplear los recursos asignados en el inciso e) del artículo 23 de esta ley, con o sin contraparte local.

ARTÍCULO 26.- Comisión Bicameral. Autorización. La Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068 tiene un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días para autorizar in totum el Plan Operativo General y/o los Programas de Asistencia Técnica enunciados en los artículos precedentes, o devolverlos con observaciones al Comité Ejecutivo, que los debe reformular y elevar nuevamente para su consideración.

ARTÍCULO 27.- Comité Ejecutivo. Informes. El Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales debe elevar un Informe Trimestral de estado de avance a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068 y, cumplida cada etapa, debe elevar un Informe Final.

ARTÍCULO 28.- Comisión Bicameral. Informes. La Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068 tiene un plazo máximo de noventa (90) días para aprobar el Informe Final, dando por concluida la etapa, a partir de lo cual el Comité Ejecutivo puede continuar con la ejecución del Plan Operativo General en los aspectos correspondientes a la etapa siguiente. El rechazo de lo actuado debe fundarse por escrito con las observaciones lo motivan, devolviendo el Informe Final, a fin de que el Comité Ejecutivo subsane lo observado, y lo eleve nuevamente a la Comisión Bicameral para su reconsideración.

ARTÍCULO 29.- Comité Ejecutivo. Convenios. En el ámbito del Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales se concertan y redactan por consenso los convenios específicos para la conformación de las Policías Municipales, proponiendo todos los aspectos técnicos, operativos y presupuestarios requeridos para la ejecución de esta ley en la jurisdicción del Municipio de referencia, los que deben ser elevados dentro de los quince (15) días de concluidos para análisis de la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068. Ésta los debe remitir a la Presidencia de la Cámara de Senadores de la 
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Provincia de Buenos Aires que los debe girar, a su vez, al Poder Ejecutivo y al Municipio de referencia para su consideración y suscripción.

ARTÍCULO 30.- Junta de Reencasillamiento. Creación. Créase la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales bajo la dependencia del Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales, que tiene la función organizar el reencasillamiento de los recursos humanos, en aquellos casos en que se transfieran a las Policías Municipales, sobre la base de la dotación, destino, cargo orgánico y/o funciones que dicho personal ocupó y/o desempeñó durante el año inmediato anterior al traspaso, siempre que se encontrare financiado presupuestariamente.

ARTÍCULO 31.- Traspaso de recursos humanos. Garantías. El personal policial traspasado mantiene el régimen previsional, la cobertura de salud y la estabilidad desde su transferencia, con los alcances y limitaciones establecidos en esta ley, debiendo ser reencasillado en los regímenes profesionales de las Policías Municipales de modo que los haberes a percibir por todo concepto sean, como mínimo, iguales a los que percibían al momento de la transferencia o a los que percibirían de haber continuado prestando servicio en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 32.- Junta de Reencasillamiento. Integración. La Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales está integrada por:

a. Un (1) experto o funcionario sin estado policial designado por el Poder Ejecutivo, quien ejerce la Presidencia de la misma.

b. Un (1) Oficial Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires designado por el Poder Ejecutivo.

c. Dos (2) expertos o funcionarios sin estado policial designados por la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068.

d. Dos (2) expertos o funcionarios sin estado policial, ad-hoc, designados por el Departamento Ejecutivo del Municipio de referencia.

ARTÍCULO 33.- Junta de Reencasillamiento. Requisitos. Las personas propuestas para integrar la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales deben acreditar antecedentes objetivos en el desempeño de labores de conducción y/o administración de la seguridad pública y/o en la prestación de los servicios de seguridad y policiales según corresponda, a criterio de la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización creada por Ley 12.068, la que debe aprobar la incorporación de cada uno de sus miembros, excepto los enunciados en el inciso c del artículo precedente.

ARTÍCULO 34.- Junta de Reencasillamiento. Remuneración. Los funcionarios que integren la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales deben percibir por su labor una remuneración mensual 
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igual a la correspondiente a los Prosecretarios de la Cámara de Senadores, siempre que no perciban otra retribución abonada por el Estado Provincial o los Municipios.

ARTÍCULO 35.- Reencasillamiento. Parámetros. El reencasillamiento del personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales de referencia se debe resolver mediante evaluaciones de antecedentes y desempeño sobre la base de los siguientes criterios:

a. El nivel jerárquico, el grado y la antigüedad en la Policía de la Provincia de Buenos Aires al momento del traspaso.

b. El nivel de formación y/o capacitación profesional adquirido en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

c. Los títulos terciarios, de grado o de posgrado obtenidos y los cursos, congresos o seminarios realizados y debidamente certificados, que sean afines a los cargos orgánicos que haya ocupado o que esté ocupando y/o a las funciones que desempeñó o esté desempeñando en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

d. La evaluación fundada realizada por la Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales.

e. Las necesidades orgánico-funcionales de las unidades organizativas de las Policías Municipales de referencia abocadas a la labor de seguridad preventiva local.

f. El cargo orgánico y/o las funciones de conducción policial que haya ocupado o desempeñado o estuviera ocupando o desempeñando en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

g. Las calificaciones obtenidas en los últimos períodos anuales en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

h. El ejercicio de la superioridad sobre personal policial en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

i. La responsabilidad demostrada en el ejercicio de la función policial en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

j. El compromiso con la prestación del servicio policial en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

k. Las sanciones disciplinarias aplicadas en toda su carrera profesional en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.
Las evaluaciones de antecedentes y desempeño deben determinar a qué unidades organizativas de la Policía Municipal de que se trate se debe incorporar el personal reencasillado que es objeto del traspaso.
ARTÍCULO 36.- Reencasillamiento. Indicadores. La Junta de Reencasillamiento del Personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en las Policías Municipales debe 
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establecer los indicadores para cada una las dimensiones enunciadas en el artículo precedente, con los puntajes correspondientes. Para cumplir su cometido, debe acceder a los legajos del personal evaluado y analizar la información que contengan y puede, asimismo, requerir todo tipo de información al personal que continúe desarrollando sus funciones en la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Capítulo III

Supervisión y control

ARTÍCULO 37.- Auditoría General. Creación. Créase la Auditoría General de Policías Municipales en el ámbito del Poder Ejecutivo como órgano unipersonal de supervisión y control, a cargo de un/a Auditor/a General, que debe ser designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado.

ARTÍCULO 38.- Auditoría General. Integración. El/la Auditor/a General es asistido por los siguientes funcionarios, a los que puede delegar y asignar funciones por acto administrativo debidamente fundado:

a. Dos (2) Auditores/as Generales Adjuntos designados por el Poder Ejecutivo, a propuesta del Auditor/a General.

b. Un/a (1) Auditor/a de Asuntos Internos por cada una de las Policías Municipales que se conformen, designado por el Auditor/a General, a propuesta del Intendente del Municipio que corresponda.

ARTÍCULO 39.- Tribunal de Disciplina. El Poder Ejecutivo debe organizar en el ámbito de la Auditoría General de Policías Municipales, el Tribunal de Disciplina del Personal de Policías Municipales que tiene a su cargo el juzgamiento de los acusados por la Auditoría General de cometer infracciones administrativas o disciplinarias que constituyan falta grave o muy grave, sobreseyendo o aplicando sanciones según corresponda, observando en todos los casos el debido proceso, el carácter contradictorio y el derecho de defensa.
ARTÍCULO 40.- Auditoría General. Funciones y atribuciones. La Auditoría General de Policías Municipales tiene las siguientes funciones y atribuciones:

a. Supervisar el funcionamiento y evaluar el desempeño funcional y los resultados alcanzados por las distintas las dependencias o unidades de las Policías Municipales en el ejercicio de su misión de salvaguarda de la seguridad preventiva local.

b. Reunir en forma oportuna información suficiente y confiable sobre el accionar de las Policías Municipales y su personal policial y de apoyo, de acuerdo con las normas, estrategias, programas, medidas y/o acciones planificadas y desarrolladas por la institución de referencia.
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c. Dictar normas, reglamentos y procedimientos de control interno a los que debe estar sujeto el personal policial en el control y supervisión del ejercicio de sus funciones específicas.

d. Aprobar un plan anual de auditoría e inspección preventiva, programar las evaluaciones institucionales de desempeño e impacto y organizar su desarrollo.

e. Elaborar informes de auditoría, realizar inspecciones preventivas y ejecutar pesquisas de cumplimiento sobre las prescripciones de esta ley, su reglamentación y de las Ordenanzas Orgánicas de las Policías Municipales, elevando sus conclusiones al Poder Ejecutivo y a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de la Seguridad creada por Ley 12.068.

f. Designar auditores, instructores sumariales o inspectores ad-hoc cuando circunstancias especiales y urgentes lo justifiquen.

g. Dictar recomendaciones autónomas para promover la eficiencia, eficacia y transparencia en las operaciones de las Policías Municipales o para la corrección de errores y la adopción de medidas orientadas al cumplimiento de tales objetivos.

h. Producir un Informe Anual de Estado de Situación de las Policías Municipales que debe elevar al Poder Ejecutivo y a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de la Seguridad creada por Ley 12.068.
i. Vigilar el estricto cumplimiento de las normas sobre desempeño por parte del personal policial y de apoyo en el ejercicio de sus funciones, observando lo dispuesto en materia de principios básicos de actuación, organización y régimen profesional conforme se establece en esta ley, aplicando el régimen disciplinario estructurado en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal que corresponda.

j. Reglamentar la presentación, recepción y publicación de las declaraciones juradas patrimoniales pública y reservada de bienes e ingresos de los funcionarios y del personal de apoyo y policial que ejerza cargos superiores en las Policías Municipales.

k. Ordenar, de oficio o a requerimiento, actuaciones sumariales, instruirlas y sustanciarlas, investigando las conductas y colectando pruebas, comprobando los hechos y las circunstancias tendientes a calificarlas e individualizando a los responsables de las mismas.

l. Clausurar las actuaciones sumariales que se iniciaren con la emisión de un dictamen debidamente fundado por el que puede:

1. Eximir de responsabilidad al personal investigado en caso de ausencia de mérito, ordenando el archivo de las actuaciones.
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2. Acusar al personal investigado y solicitar la aplicación de la sanción encuadrando la falta, todo ello por ante el Tribunal de Disciplina del Personal de Policías Municipales, encargado de juzgar a los acusados.
m. Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial competente la posible comisión de infracciones administrativas o delitos imputados al personal policial y no policial, conforme surja de los informes, inspecciones, auditorías y demás procedimientos de control que desplegare.
ARTÍCULO 41.- Auditoría General. Control interno. Los/as Auditores/as de Asuntos Internos desempeñan su función en el ámbito de la Policía Municipal bajo su control, conforme a las directivas e instrucciones que les imparta el/la Auditor/a General en cumplimiento de las funciones y atribuciones enunciadas en el artículo anterior, ejerciendo simultáneamente las siguientes facultades vinculadas al régimen disciplinario:

a. Prevenir conductas del personal policial y no policial de la institución que pudiesen constituir faltas disciplinarias graves o muy graves.

b. Identificar e investigar las conductas del personal policial y no policial de la institución que pudiesen constituir falta disciplinaria grave o muy grave.

c. Instruir y sustanciar actuaciones sumariales, cuando expresamente se lo delegare el Auditor General, investigando las conductas y colectando pruebas, comprobando los hechos y las circunstancias tendientes a calificarlas e individualizando a los responsables de las mismas.
d. Requerir al Auditor General de Policías Municipales la acusación, por ante el Tribunal de Disciplina, del personal policial incurso en una conducta calificada como falta disciplinaria grave o muy grave, cuando hubiere indicios fehacientes y concordantes o semiplena prueba que torne procedente su juzgamiento.

e. Denunciar ante la autoridad judicial competente la posible comisión de los delitos cometidos por el personal policial y no policial que llegaren a su conocimiento en el ejercicio de sus funciones.

Los/as Auditores/as de Asuntos Internos deben informar periódicamente y en forma pública, en el ámbito del Foro Vecinal de Seguridad y otras instancias sociales de participación del Municipio que corresponda a la Policía Municipal bajo su control, sobre el desempeño de sus funciones y el desarrollo de las acciones de control programadas, recabando las opiniones, sugerencias, recomendaciones, propuestas o denuncias que se formulen en dicho ámbito, dándole posteriormente el trámite correspondiente.

ARTÍCULO 42.- Auditoría General. Organización y funcionamiento. El Poder Ejecutivo, conforme a los parámetros básicos enunciados en la presente ley, debe dictar la norma reglamentaria de organización y funcionamiento de la Auditoría General de Policías Municipales y del Tribunal de Disciplina del Personal de las Policías Municipales, que goza de autonomía jerárquica y funcional, estableciendo el marco general para su actuación. 
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Dicha potestad reglamentaria es ejercida en consulta con el Consejo de Coordinación de las Policías Municipales, con la finalidad de garantizar bases homogéneas de aplicación.

ARTÍCULO 43.- Auditoría General. Presupuesto. El Poder Ejecutivo debe asegurar la asignación de los recursos humanos e infraestructura necesarios para el cumplimiento de los cometidos de la Auditoría General de Policías Municipales y del Tribunal de Disciplina del Personal de las Policías Municipales, incluyendo en el proyecto de Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Provincial correspondiente al ejercicio siguiente a la sanción de la presente ley, una partida presupuestaria específica para el cumplimiento de sus funciones.

ARTÍCULO 44.- Auditoría General. Cooperación. La Auditoría General de Policías Municipales y el Tribunal de Cuentas de la Provincia debe suscribir un acuerdo de cooperación que haga posible el intercambio de información entre ambos organismos –en el marco de sus competencias-, así como la eventual ejecución de procedimientos conjuntos, conforme a las pautas establecidas en la Ley 10.869 y sus modificatorias.

ARTÍCULO 45.- Intervención de las Policías Municipales. En circunstancias excepcionales de gravedad institucional, desórdenes administrativos o financieros comprobados, ejercicio abusivo de poderes o facultades o incapacidad evidente de una Policía Municipal para cumplir su cometido, el Poder Legislativo de la Provincia puede disponer su intervención, designando a el/la funcionario/a que debe ejercer el cargo de Interventor/a General por un período máximo de ciento ochenta días (180) prorrogables, por única vez, en idéntico plazo. En caso de receso de la Legislatura el Poder Ejecutivo puede disponer la intervención, dando cuenta inmediata de la misma al Poder Legislativo.

Título II

Diseño institucional y normas de funcionamiento de las Policías Municipales

Capítulo I

Misión y funciones

ARTÍCULO 46.- Policías Municipales. Misión. Las Policías Municipales, cuyo carácter y actuación se ajustan a lo previsto en los artículos 4° y 5° de esta ley, tienen como misión exclusiva la seguridad preventiva local destinada a la protección de las personas y los bienes y a la salvaguarda de los espacios públicos.

ARTÍCULO 47.- Seguridad preventiva local. La seguridad preventiva local comprende la planificación, implementación, coordinación y/o evaluación de las actividades y 
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operaciones policiales, en el nivel estratégico y táctico, orientadas a la prevención y conjuración de la comisión de delitos y/o faltas graves mediante acciones de vigilancia, patrullamiento y/o de inspección de personas y objetos sensibles para la seguridad pública local, dentro del marco de las facultades y atribuciones establecidas legalmente.

ARTÍCULO 48.- Definiciones. A los efectos de la presente ley:

a. La prevención policial abarca las acciones tendientes a impedir, evitar, obstaculizar o limitar la comisión de los delitos y/o faltas graves dentro del ámbito jurisdiccional del Municipio de referencia.

b. La conjuración policial abarca las acciones tendientes a neutralizar o contrarrestar en forma inmediata los delitos y/o faltas graves que estuvieran en ejecución, hacerlos cesar y evitar consecuencias ulteriores más lesivas y gravosas dentro del ámbito jurisdiccional del Municipio de referencia.

ARTÍCULO 49.- Planeamiento. Las Policías Municipales cumplen sus funciones específicas mediante el desarrollo de un ciclo de policiamiento focalizado en la prevención y conjuración de la comisión de los delitos y/o faltas graves.

Las operaciones y acciones de seguridad preventiva local se deben planificar, implementar y evaluar a partir del cuadro de situación estratégico y táctico acerca de las problemáticas delictivas y de faltas graves elaborado por el dispositivo policial municipal.

ARTÍCULO 50.- Actos de policía. Las Policías Municipales deben impedir que los delitos de acción pública cometidos sean llevados a consecuencias delictivas ulteriores; individualizar a los culpables; y reunir pruebas para dar base a la acusación o determinar el sobreseimiento, conforme a las previsiones relativas a los actos de policía establecidos en el Libro II, Título II, Capítulo II de la Ley 11.922 y modificatorias “Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires”. En función de ello, tienen las atribuciones, prohibiciones, deberes y sanciones relativas a los funcionarios de policía allí establecidas.

ARTÍCULO 51.- Prohibiciones. Es prohibido a las Policías Municipales:

a. Ejecutar labores administrativas ajenas a las actividades policiales propias de la seguridad preventiva local.

b. Desarrollar labores policiales ajenas a las actividades policiales propias de la seguridad preventiva local.

c. Practicar notificaciones o diligencias judiciales y/o actividades administrativas de la justicia.

d. Cumplir custodias de personas detenidas y/o diligencias o actividades de tipo penitenciarias.

e. Custodiar edificios públicos y/o funcionarios o dignatarios.
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f. Desarrollar labores de seguridad vial y/o dirección o gestión del tránsito vehicular y/o fluvial o marítimo.

g. Realizar labores propias de la defensa civil.

ARTÍCULO 52.- Exclusión y ejercicio de competencias policiales. Las Policías Municipales no pueden desarrollar, en ningún caso, las siguientes funciones, que son responsabilidad del sistema policial provincial y deben ser ejercidas por las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público:
a. Mantenimiento del orden público, que abarca las intervenciones policiales tendientes a prevenir, conjurar y hacer cesar situaciones de desórdenes graves o delitos y/o faltas graves cometidas durante grandes manifestaciones, concentración de personas o movilizaciones colectivas.

b. Operaciones especiales, que abarcan las intervenciones policiales tácticas y específicas tendientes a conjurar y hacer cesar situaciones críticas de alto riesgo o a garantizar intervenciones preventivas específicas con la participación de grupos policiales de operaciones especiales y/o tácticas.

c. Investigación criminal, que abarca las intervenciones policiales tendientes a la detección de los delitos cometidos, la identificación de sus eventuales responsables y la participación en la persecución penal de delitos bajo la dirección de las autoridades judiciales competentes.

d. Seguridad compleja, que abarca las intervenciones policiales tendientes a la detección de grupos delictivos organizados y a prevenir, conjurar e investigar las actividades y acciones delictivas complejas cometidas por los mismos.

ARTÍCULO 53.- Integración normativa. Las Policías Municipales sólo pueden desarrollar las acciones que esta ley expresamente les autoriza. En caso de duda, acciones simultáneas o divergencia en el ejercicio de una competencia, se aplica supletoriamente para su interpretación las disposiciones del artículo 20 de la Ley 13.482 y sus modificatorias. Si subsistiere la divergencia, las acciones requeridas deben ser ejecutadas por las policías dependientes del Poder Ejecutivo.

Capítulo II

Principios básicos de actuación

ARTÍCULO 54.- Reglas de desempeño. El personal policial de las Policías Municipales debe conducirse durante el desempeño de sus funciones, conforme a los siguientes principios básicos de actuación:
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1. Legalidad, adecuando siempre sus conductas y prácticas a las normas constitucionales, a los tratados internacionales en materia de derechos humanos y a la legislación y reglamentos vigentes.
2. Oportunidad, evitando todo tipo de actuación policial innecesaria cuando no medie una situación objetiva de riesgo o peligro que vulnere la vida, la libertad u otros derechos fundamentales de las personas.

3. Gradualidad, privilegiando las tareas y el proceder preventivo y conjurativo antes que el uso efectivo de la fuerza procurando siempre, y ante todo, preservar la vida y la libertad de las personas.
4. Proporcionalidad, escogiendo los medios y las modalidades de acción adecuadas y necesarias conforme a la situación objetiva de riesgo o peligro existente, evitando todo tipo de actuación policial que resulte abusiva, arbitraria o discriminatoria o que entrañe violencia física o moral contra las personas.
ARTÍCULO 55.- Obligaciones. En función del cumplimiento de los principios básicos de actuación establecidos en el artículo anterior, el personal policial de las Policías Municipales debe:

a. Desempeñar sus funciones con responsabilidad, respeto a la comunidad, imparcialidad e igualdad, protegiendo los derechos de las personas.

b. Actuar teniendo en miras el pleno e irrestricto respeto a los derechos humanos, en especial los vinculados a la vida, a la libertad, a la integridad y a la dignidad de las personas, sin que ningún tipo de emergencia u orden de un superior justifique o autorice el sometimiento a torturas u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.

c. Asegurar la plena protección de la integridad física, psíquica y moral de las personas bajo su cuidado o custodia.

d. Ajustar estrictamente su conducta a las normas éticas en el ejercicio de la función pública, absteniéndose de cualquier actuación o situación que implique un conflicto de intereses o la obtención de ventaja o provecho indebidos de su autoridad o función, persiga o no fines lucrativos, y aún cuando no irrogare perjuicio alguno al erario público.

e. Velar por el cumplimiento de las normas constitucionales, legales y reglamentarias durante su accionar o el de otras fuerzas, organismos o agencias con las que se desarrollen labores conjuntas o combinadas, o en las actuaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas con las que se relacionen, debiendo dar inmediata cuenta de cualquier incumplimiento o hecho de corrupción a la autoridad superior u organismo de control competente.
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f. Comunicar inmediatamente a la autoridad judicial que correspondiere la ocurrencia o presunta comisión de delitos de acción pública que llegaren a su conocimiento.

g. Mantener en reserva las cuestiones de carácter confidencial que conocieren, particularmente las referidas al honor, la vida y la intimidad de las personas, excepto que por requerimiento judicial o estado de necesidad en el cumplimiento de sus funciones, se los relevara de tal obligación.

h. Ejercer la fuerza física o coacción directa en función del resguardo de la seguridad preventiva local únicamente para hacer cesar una situación en la que, pese a la advertencia u otros medios de persuasión empleados por el funcionario del servicio, persistiere en el incumplimiento de la ley o en la inconducta grave. La utilización de la fuerza es de último recurso y toda acción que pueda menoscabar los derechos de las personas son de ejecución gradual, evitando causar un mal mayor a los derechos de éstas, de terceros o de sus bienes, y/o un uso indebido o excesivo de la fuerza, abuso verbal o mera descortesía.

i. Recurrir al uso de armas de fuego exclusivamente en caso de legítima defensa, propia o de terceros y/o estado de necesidad, debiendo obrar procurando reducir al mínimo la ocurrencia de daños y lesiones.

j. Anteponer al eventual éxito de la actuación la preservación de la vida humana y de la integridad física de las personas, cuando exista riesgo de afectar dichos bienes jurídicamente protegidos.

k. Identificarse como funcionarios del servicio cuando el empleo de la fuerza y/o de armas de fuego sea inevitable, formulando una clara advertencia de su intención de emplear la fuerza o armas de fuego –en la medida de lo posible y razonable-, con tiempo suficiente como para que la misma sea tomada en cuenta, salvo que, al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro a las personas protegidas o al funcionario del servicio, se creara un riesgo cierto para sus vidas o la de otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil por las circunstancias del caso.

ARTÍCULO 56.- Defensa del sistema democrático. El personal policial de las Policías Municipales debe defender la democracia y el orden constitucional, resistiendo cualquier forma de tiranía o dictadura, conforme lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y en el artículo 4° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.
ARTÍCULO 57.- Eximición. En las Policías Municipales no se aplica el deber de obediencia cuando:

a. La orden de servicio es manifiestamente ilegítima y/o ilegal.

b. La ejecución de una orden de servicio configura o pueda configurar delito.
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c. La orden proviene de autoridades no constituidas de acuerdo a los principios y normas constitucionales, o en infracción a las disposiciones legales o reglamentarias de aplicación.

Si el contenido de una orden de servicio implicase la comisión de una falta disciplinaria grave el subordinado debe formular la objeción, siempre que la urgencia de la situación lo permita.

ARTÍCULO 58.- Marco de actuación. En ningún caso, el personal policial de las Policías Municipales, en el marco de las acciones y actividades propias de sus misiones y funciones, puede:

a. Inducir a terceros a la comisión de actos delictivos o que afecten la intimidad o la privacidad de las personas.

b. Obtener información, producir inteligencia o almacenar datos sobre personas, por el solo hecho de su raza, fe religiosa, acciones privadas, opinión política, o de adhesión o pertenencia a organizaciones partidarias, sociales, sindicales, comunitarias, cooperativas, asistenciales, culturales o laborales, así como por la actividad lícita que desarrollen en cualquier esfera de acción.

c. Influir, en el ámbito de su comunidad, en aspectos institucionales, políticos, sociales o económicos, en la opinión pública, en los medios de comunicación o en la vida interna de los partidos políticos, asociaciones o agrupaciones legalmente constituidas de cualquier tipo.

Toda actividad de recopilación o sistematización de datos debe observar estrictamente lo dispuesto por la Ley 25.326 y las Leyes 12.475 y 14.214 de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 59.- Uso de armas. Cuando el ejercicio de las funciones policiales conlleve o implique el uso de arma de fuego, el personal policial de las Policías Municipales debe hacer uso exclusivamente del armamento reglamentario provisto u homologado por la autoridad competente y/o la institución de pertenencia, y únicamente puede portar o utilizar de dicho armamento durante la prestación del servicio, el que debe ser entregado al comienzo de la prestación del servicio y que debe ser retirado a la finalización del mismo, conforme lo establezca la reglamentación.

Cuando el ejercicio de las funciones policiales no conlleve ni implique el uso de arma de fuego, el personal policial de las Policías Municipales no debe ser provisto por, ni se le debe homologar, ningún tipo de armamento, y no puede portar o utilizar ningún otro tipo de armamento durante la prestación del servicio.

El personal policial de las Policías Municipales no está obligado a identificarse como tal cuando no se encuentre prestando servicios, quedándole vedado el uso de armas, conforme lo establece el presente artículo.
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ARTÍCULO 60.- Principio de legalidad. El personal policial de las Policías Municipales no está facultado para privar de su libertad a las personas, excepto que durante el desempeño de actividades preventivas o conjurativas, deba proceder a la aprehensión de aquella persona que hubiera cometido algún delito; o existan indicios y hechos fehacientes que razonablemente puedan vincularlo con la comisión de un eventual delito en su ámbito de actuación.

ARTÍCULO 61.- Detención. Notificación. La privación de la libertad efectuada por el personal policial de las Policías Municipales según lo dispuesto en el artículo precedente, debe ser notificada inmediatamente a la autoridad judicial competente, y la persona detenida debe ser puesta a disposición de dicha autoridad en forma inmediata.

ARTÍCULO 62.- Normas de interpretación. En los aspectos no previstos, se deben aplicar supletoriamente las disposiciones contenidas en el Libro I, Título II de la Ley 13.482 y sus modificatorias.

Capítulo III

Coordinación institucional y cooperación interjurisdiccional

ARTÍCULO 63.- Asistencia y cooperación recíproca. Las Policías Municipales deben prestar asistencia y cooperación a las policías dependientes del Poder Ejecutivo o Nacional y/o del Ministerio Público Provincial o de cualquier otra autoridad competente cuando éstas lo requieren y siempre que correspondan al ámbito jurisdiccional del Municipio de referencia.

Las Policías Municipales deben prestar esta asistencia y cooperación institucional siempre que no limite o cercene el cumplimiento integral de su misión exclusiva y sus funciones principales, y que sea posible en función de los recursos humanos, operacionales o infraestructurales que demanden.

ARTÍCULO 64.- Comunicación obligatoria. Si las actuaciones o los servicios prestados por las Policías Municipales afectan las funciones o labores propias de otra institución policial, o las actuaciones o los servicios prestados por ésta afectan las funciones o labores de las Policías Municipales, la autoridad política con mando sobre la policía actuante debe informar obligatoriamente de ello a la autoridad política de la jurisdicción afectada.

ARTÍCULO 65.- Coordinación operativa provincial. Créase, en el ámbito del Poder Ejecutivo, el Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales, con funciones reglamentarias y consultivas, con la misión de establecer los criterios y parámetros institucionales de coordinación entre las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público y las Policías Municipales, así como entre estas últimas.

ARTÍCULO 66.- Alcance. A los efectos de esta ley, se entiende por coordinación a la elaboración y formulación de los protocolos, medios y sistemas de relaciones que 
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posibilitan la organización así como la asistencia, cooperación y acción conjunta entre las policías enunciadas en el artículo anterior, a través de las autoridades competentes, con el objeto de lograr un grado óptimo de integración de las respectivas organizaciones y actuaciones.

ARTÍCULO 67.- Conformación. El Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales es presidido por el titular del Ministerio a cargo de la dirección de los asuntos de la seguridad pública, o quien éste designe, y está integrado por:

a. Un (1) funcionario con rango no inferior a Subsecretario del Ministerio a cargo de la dirección de los asuntos de la seguridad pública.

b. Un (1) alto jefe de la policía provincial con funciones de dirección del sistema operacional.

c. El/la Director/a General de la Policía Municipal de aquellos Municipios en que ella se hubiera conformado.

d. Dos (2) legisladores provinciales integrantes de la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de la Seguridad creada mediante la Ley 12.068.

El Poder Ejecutivo debe establecer su organización interna y fijar sus pautas de funcionamiento en la reglamentación de la presente ley.

ARTÍCULO 68.- Equipo técnico-profesional. A los efectos del cumplimiento de sus funciones, el Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales puede conformar un equipo técnico-profesional integrado por funcionarios, técnicos y/o profesionales directamente vinculados con la organización y/o el funcionamiento de las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público Provincial y las Policías Municipales.

ARTÍCULO 69.- Funciones. El Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales tiene como función básica la elaboración, formulación y disposición de:

a. Los criterios, parámetros y procedimientos de actuación conjunta entre las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público Provincial y las Policías Municipales, así como entre estas últimas.

b. Los criterios, parámetros y procedimientos para la mediación y resolución de conflictos inter-institucionales.

c. Los criterios de homogeneización y uniformidad de los protocolos de actuación de las Policías Municipales en lo relativo a la recepción de denuncias y a las previsiones referidas a los actos de policía establecidas en el Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires.
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d. Los parámetros y procedimientos para la conformación y funcionamiento de un sistema de gestión de la información delictiva homogéneo y recíproco entre Policías Municipales.

e. Los parámetros y procedimientos para la conformación y funcionamiento de un sistema de gestión de la información institucional referido a la organización, el personal, las operaciones, la logística y la infraestructura, la formación y capacitación y el control, que sea homogéneo y recíproco entre Policías Municipales.

f. Los criterios, parámetros y procedimientos de información, operacionales y logísticos tendientes a garantizar la efectividad y eficacia operativa de las Policías Municipales.

g. Los parámetros tendientes a la homogeneización de la logística e infraestructura policial de las Policías Municipales.

ARTÍCULO 70.- Documentación. A los efectos de garantizar una coordinación eficaz, las Policías Municipales deben remitir al Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales, en el primer trimestre de cada año, de acuerdo con los criterios establecidos por ésta, la siguiente documentación:

a. Una memoria de los servicios prestados el año anterior.

b. La dotación de recursos humanos y materiales existentes.

ARTÍCULO 71.- Coordinación operativa municipal. Créase, en el ámbito de los Municipios que hubieran conformado una Policía Municipal, una Mesa de Coordinación Operativa Municipal como dispositivo de coordinación permanente de las instituciones policiales y servicios de seguridad pública en jurisdicción de dicho Municipio.

ARTÍCULO 72.- Conformación. La Mesa de Coordinación Operativa Municipal es presidida por el/la funcionario/a a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad pública local del Municipio de referencia, o quien éste designe, y está integrada por:

a. El/la Director/a General de la Policía Municipal de referencia.

b. El/la Director/a Ejecutivo/a del Centro de Comando y Control Policial (CEC) de la Policía Municipal de referencia.

c. El/los jefe/s de cada una de las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público Provincial que actúen en jurisdicción en el Municipio de referencia.

ARTÍCULO 73.- Funciones. La Mesa de Coordinación Operativa Municipal tiene como funciones básicas:

a. Asegurar el intercambio de información entre las instituciones policiales que actúen en el Municipio de referencia.
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b. Asegurar la coordinación operativa de las actuaciones llevadas a cabo por las instituciones policiales que actúen en el Municipio de referencia.

c. Planificar las actuaciones conjuntas o coordinadas entre las instituciones policiales que actúen en el Municipio de referencia.

d. Ejecutar los acuerdos, criterios y parámetros institucionales de coordinación a nivel operativo establecidos por el Consejo Provincial de Coordinación de las Policías Municipales.

ARTÍCULO 74.- Apoyo de Policía Provincial. Los Municipios que cuenten con Policía Municipal pueden solicitar al Poder Ejecutivo el apoyo de la policía provincial para el desarrollo de servicios temporales o especiales que, debido a su envergadura o especialización, no pueden ser asumidos por la respectiva Policía Municipal.

ARTÍCULO 75.- Acuerdos de cooperación. Los Municipios que cuentan con Policía Municipal pueden suscribir acuerdos de cooperación entre sus respectivas Policías Municipales.

ARTÍCULO 76.- Actuación en persecución. Cuando el personal de las Policías Municipales, en persecución inmediata de delincuentes o sospechosos de delitos, deba penetrar en territorio de otro Municipio, y excepcionalmente, en el de otra provincia o en jurisdicción nacional, debe ajustar su accionar a las normas fijadas por los convenios vigentes y, a falta de ellos, a las reglas de procedimiento en vigor en el lugar y, en su defecto, a los principios y prácticas que determine la reglamentación. En todos los casos, deben solicitar la cooperación de la policía del lugar comunicando las causas del procedimiento y/o sus resultados.

ARTÍCULO 77.- Excepcionalidad. Frente a la ocurrencia de hechos extraordinarios en los que se encuentre gravemente amenazada la seguridad pública en una o varias jurisdicciones municipales o se la/s declare zona/s de desastre o emergencia en los términos de la defensa civil, resultando necesario coordinar la acción de diversos cuerpos policiales, el Poder Ejecutivo debe designar a un jefe perteneciente a una de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, al que se deben subordinar las Policías Municipales intervinientes, quedando a su cargo el comando de la operación conjunta.

Capítulo IV

Dirección superior y administración general

ARTÍCULO 78.- Autoridad superior. El/la Intendente/a Municipal ejerce la dirección superior y la administración general de la Policía Municipal en el ámbito jurisdiccional del Municipio de referencia.
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ARTÍCULO 79.- Dirección superior. La dirección superior de la Policía Municipal comprende la formulación, el establecimiento y la supervisión del cumplimiento de los parámetros generales y protocolos reglamentarios de:

a. La planificación estratégica mediante la elaboración, formulación, seguimiento y evaluación de las estrategias y acciones institucionales de la Policía Municipal en materia de seguridad preventiva local.
b. La coordinación de las estrategias y acciones institucionales en materia de seguridad preventiva local que impliquen o conlleven la intervención de una o más policías y/o fuerzas de seguridad federales, provinciales y/o municipales.

c. La evaluación de las estrategias y acciones institucionales en materia de seguridad preventiva local llevadas a cabo por la Policía Municipal.

d. La gestión del conocimiento a través de su planificación, producción, coordinación y evaluación en lo referido a la situación y el desempeño institucional de la Policía Municipal.

e. La dirección orgánica de la Policía Municipal mediante el diseño, elaboración, formulación, supervisión, evaluación y/o actualización de:

1. Los protocolos y procedimientos generales en materia de análisis criminal preventivo, operaciones policiales y logística policial.

2. La estructura operacional y la composición y despliegue de las dependencias y unidades componentes de aquella.

3. La formación y capacitación policial.

4. La estructura y el despliegue del personal policial.

5. El sistema logístico e infraestructural policial.

6. Las relaciones institucionales de carácter técnico-policial.

f. La dirección funcional de la Policía Municipal mediante:

1. La planificación de las operaciones y acciones policiales de seguridad preventiva local.

2. La dirección y coordinación de las operaciones y acciones policiales de seguridad preventiva local.

3. La ejecución de las operaciones y acciones policiales de seguridad preventiva local.

4. La supervisión y evaluación de las operaciones y acciones policiales de seguridad preventiva local.
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ARTÍCULO 80.- Administración general. La administración general de la Policía Municipal, conforme lo establecido en el artículo 78 de esta ley, se debe llevar a cabo a través de la administración centralizada del Municipio de pertenencia y comprende la formulación, el establecimiento y la supervisión del cumplimiento de los parámetros generales y protocolos reglamentarios de:

a. La gestión administrativa de la Policía Municipal.

b. La dirección administrativa de los recursos humanos de la Policía Municipal.

c. La gestión económica, contable y financiera de la Policía Municipal.

d. La gestión presupuestaria de la Policía Municipal.

e. La gerencia patrimonial e infraestructural de la Policía Municipal.

f. La asistencia y asesoramiento jurídico-legal de la Policía Municipal.

g. Las relaciones institucionales de la Policía Municipal.

ARTÍCULO 81.- Dirección general. El/la Intendente/a Municipal ejerce la dirección superior de la Policía Municipal a través de un/a Director/a General de la misma que es designado/a por aquel/la, con acuerdo del Departamento Deliberativo.

Capítulo V

Organización

ARTÍCULO 82.- Estructuras orgánicas. La organización de las Policías Municipales se compone de las siguientes estructuras:

a. Dirección superior, abocada a la ejecución de las labores propias de la dirección superior establecidas en el artículo 79 de esta ley.
b. Operacional, abocada a la ejecución de las labores de carácter policial atinentes a la seguridad preventiva local.
c. Formación y capacitación, abocada a la ejecución de las labores de formación y capacitación establecidas en el Capítulo VIII del presente título.

Las dependencias y/o unidades que componen las estructuras enunciadas precedentemente deben ser establecidas y/o modificadas, exclusivamente, en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 83.- Estructuras y personal de apoyo. La estructura de dirección superior así como la estructura de formación y capacitación de las Policías Municipales, en tanto instancias orgánico-funcionales de apoyo, deben ser organizadas y conformadas con una 
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dotación de recursos humanos e infraestructurales menor a la de la estructura operacional de dichas instituciones.

Conforme lo establece el artículo 80 de esta ley, las labores propias de la administración general de las Policías Municipales deben ser desarrolladas por personal de apoyo perteneciente a la dotación de la administración centralizada del Municipio de referencia.

A los efectos del desarrollo de las tareas de gestión y/o asistencia administrativa, jurídica e institucional, el Centro de Comando y Control Policial (CEC) y las unidades operativas medias y de base deben contar con dependencias administrativas integradas con personal de apoyo, cuya dimensión y envergadura deben depender de las necesidades funcionales de las mismas.

ARTÍCULO 84.- Estructura operacional. A los efectos del desarrollo específico de las labores policiales de seguridad preventiva local, la estructura operacional de las Policías Municipales se compone de las siguientes dependencias y/o unidades, las que deben estar integradas exclusivamente por personal policial:

a. El Centro de Comando y Control Policial (CEC).

b. Las unidades operativas medias y de base abocadas al desarrollo de las labores policiales de seguridad preventiva local, de acuerdo con los agrupamientos y/o especialidades establecidas en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia, que deben depender del Centro de Comando y Control Policial (CEC).

ARTÍCULO 85.- Dirección estratégico-operacional. El/la Director/a General de cada Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires ejerce la dirección funcional en el nivel estratégico-operacional de la misma a través del Centro de Comando y Control Policial (CEC).

La dirección funcional en el nivel estratégico-operacional de la Policía Municipal comprende la planificación, conducción, coordinación, supervisión y evaluación del conjunto de las operaciones y acciones de seguridad preventiva local desarrolladas por la institución, de acuerdo con las estrategias, resoluciones y disposiciones operacionales dictadas por las autoridades municipales competentes.

ARTÍCULO 86.- Dirección ejecutiva. El Centro de Comando y Control Policial (CEC) de cada Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires es dirigido por un/a Directora/a Ejecutivo/a, que debe ser designado/a por el/la Intendente/a Municipal, a propuesta del/la Directora/a General de dicha institución.

ARTÍCULO 87.- Composición. El Centro de Comando y Control Policial (CEC) de las Policías Municipales se compone de las siguientes áreas de trabajo:
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a. Análisis Criminal Preventivo, abocada a la producción y análisis, en los niveles estratégico y táctico, de la información criminal local que fuera relevante, así como a la elaboración y actualización permanente de un cuadro de situación de las problemáticas delictivas existentes en la jurisdicción de referencia.

b. Operaciones Policiales, abocada a elaborar, planificar, diagramar y formular las estrategias y directivas operacionales generales y específicas en materia de seguridad preventiva local, que deben implementar las diferentes unidades operativas de la institución; controlando y evaluando su ejecución efectiva y el impacto sobre las problemáticas delictivas locales.

c. Logística Policial, abocada a planificar, diagramar y evaluar los dispositivos logísticos e infraestructurales de los sistemas técnico-operacionales, los sistemas de armas, los sistemas de movilidad policial, los sistemas comunicacionales, los sistemas informáticos y la infraestructura edilicia.

d. Apoyo Administrativo, abocada a desarrollar la gestión y el apoyo administrativo del sistema operacional de la institución, en todo lo atinente al procedimiento administrativo, los asuntos jurídicos y las relaciones institucionales.

ARTÍCULO 88.- Institutos de selección, formación y capacitación. La Ordenanza Orgánica de Policía Municipal de cada Municipio, observando los parámetros establecidos en los Capítulos VII y VIII del presente título, debe crear y organizar un instituto a cargo de las labores de selección de candidatos a policías y de la organización, gestión y administración de la formación y capacitación del personal policial en todos sus núcleos, de los funcionarios a cargo de los asuntos de la seguridad pública local y del personal de apoyo del Municipio abocado a las labores de administración general.

ARTÍCULO 89.- Institutos de selección, formación y capacitación. Dirección. El instituto establecido en el artículo precedente debe estar a cargo un/a Director/a designado por el/la Intendente/a Municipal y depende de el/ella o del/la funcionario/a a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad pública local que aquel/la designe a tal efecto

Debe estar integrado por funcionarios y personal de apoyo, excepto el personal policial que cumpla tareas de docencia e instrucción especializada en dicha estructura.

ARTÍCULO 90.- Personal policial. La dotación básica de personal de las Policías Municipales debe estar compuesta por el personal civil con funciones policiales que desarrolla las labores operacionales de seguridad preventiva local, al que se denomina personal policial.

El personal policial de las Policías Municipales sólo puede desarrollar las labores de carácter policial atinentes a la seguridad preventiva local, independientemente de su grado jerárquico y/o especialidad, ya sea como policía de base, policía supervisor o policía jefe. Estas labores de carácter policial comprenden también aquellas relativas a la dirección superior o a la formación y capacitación específicamente policial de la institución de pertenencia.
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ARTÍCULO 91.- Prohibición. El personal policial de las Policías Municipales no puede desarrollar labores propias de la administración general de la institución de pertenencia, ni ninguna otra labor ajena o distinta de las labores de carácter policial.

ARTÍCULO 92.- Cupo femenino. La planta de personal policial y de apoyo de las Policías Municipales deben conformarse integrando mujeres un una proporción no inferior al treinta por ciento (30%), computada sobre la totalidad del personal permanente, temporario, transitorio y/o contratado.

Las Policías Municipales pueden establecer reservas de vacantes a ocupar por mujeres que reúnan las condiciones de idoneidad y/o capacitación para el cargo, a los fines de cumplir con el cupo establecido.
Capítulo VI

Régimen Profesional

ARTÍCULO 93.- Principios del régimen profesional. El régimen profesional del personal policial de las Policías Municipales se basa en los principios de profesionalización, especialización, idoneidad y eficiencia funcional.

ARTÍCULO 94.- Dimensiones del régimen profesional. El régimen profesional del personal policial de las Policías Municipales comprende la regulación del escalafón y sus respectivos agrupamientos y especialidades; la carrera profesional y sus respectivos perfiles; los cuadros y grados jerárquicos; el ejercicio de la superioridad; la promoción para la ocupación de los cargos orgánicos y los ascensos jerárquicos; y las demás normativas inherentes al régimen laboral para dicho personal.

ARTÍCULO 95.- Escalafón único. El personal policial de las Policías Municipales revista en un escalafón único que se denomina “Escalafón General de Seguridad Preventiva Local” y que cuenta con los agrupamientos y/o especialidades establecidos en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 96.- Incorporación a agrupamientos y/o especialidades. Los requisitos y exigencias profesionales para que el personal policial de las Policías Municipales se incorpore a los agrupamientos y/o especialidades son establecidos por la reglamentación.

ARTÍCULO 97.- Carrera profesional única. El personal policial de las Policías Municipales tiene una carrera profesional única organizada dentro de los agrupamientos y/o especialidades establecidos por la reglamentación.

La incorporación y el desarrollo de la carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales en agrupamientos y/o especialidades deben resultar de la opción vocacional de los candidatos a oficiales así como también de la formación y capacitación que hayan recibido y del desempeño profesional verificado en el ejercicio de sus funciones.

	[image: image30.jpg]




	Honorable Cámara de Diputados

 Provincia de Buenos Aires



	


ARTÍCULO 98.- Principios de la carrera profesional. La carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales se debe desarrollar sobre la base de la capacitación permanente, el desempeño previo de sus labores, la aptitud profesional para el grado jerárquico o cargo orgánico a cubrir y la evaluación previa a cada ascenso jerárquico o promoción orgánica.

ARTÍCULO 99.- Profesionalización especializada. La carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales debe estar regida por el principio de profesionalización especializada.

El personal policial de las Policías Municipales debe desarrollar la carrera profesional dentro de un agrupamiento y/o especialidad, evitando los cambios de agrupamiento y/o especialidad.

El cambio de agrupamiento y/o especialidad es de carácter excepcional y sólo puede efectuarse mediante disposición expresa de la autoridad municipal competente y de acuerdo con la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 100.- Categoría única de Oficiales y grados jerárquicos. El personal policial de las Policías Municipales se organiza en una categoría única de Oficiales que cuenta con los siguientes grados jerárquicos:

a. Oficial Ayudante.

b. Oficial Principal.

c. Oficial Inspector.

d. Oficial Mayor.

e. Subteniente.

f. Teniente.

g. Subcomisionado.

h. Comisionado Mayor.

i. Comisionado General.

ARTÍCULO 101.- Cuadros jerárquicos. El personal policial de las Policías Municipales se organiza de acuerdo con los grados jerárquicos de pertenencia, conformando los cuadros de:

a. Oficiales Subalternos, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Oficial Ayudante, Oficial Principal, Oficial Inspector y Oficial Mayor, y que debe estar abocado al desarrollo de las labores operacionales básicas.
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b. Oficiales Supervisores, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Subteniente, Teniente y Subcomisionado, y que debe estar abocado al desarrollo de las labores de supervisión y/o mando operacional medio.

c. Oficiales Superiores de Conducción, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Comisionado Mayor y Comisionado General, y que debe estar abocado al desarrollo de las labores de dirección y/o mando operacional superior.

ARTÍCULO 102.- Ejercicio de la superioridad. El ejercicio de la superioridad en el ámbito de las Policías Municipales consiste en la ejecución del mando a través de la emisión de una orden de servicio legal y legítima de parte de un superior y el cumplimiento estricto de la misma de parte de un subordinado, durante el desarrollo de las funciones propias del servicio y de acuerdo con las prescripciones y los límites establecidos por esta ley, por la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia y por la reglamentación.

ARTÍCULO 103.- Ejercicio de la superioridad. Modalidades. En el ámbito de las Policías Municipales el ejercicio de la superioridad tiene tres modalidades diferenciadas:

a. La superioridad jerárquica, que ejerce un efectivo sobre otro como consecuencia de la posesión de un grado jerárquico superior o, a igualdad de grado, por la antigüedad en el grado jerárquico de pertenencia y, a igualdad de antigüedad, por la fecha de ascenso al grado inmediato anterior y así sucesivamente, hasta el promedio de egreso del instituto de formación.

b. La superioridad orgánica, que ejerce un efectivo porque ocupa un cargo en la estructura operacional de la institución de pertenencia con funciones de dirección o conducción, independientemente de su grado jerárquico.

c. La superioridad funcional, que ejerce un efectivo sobre otro durante el desarrollo de una misión, operación o actividad concreta y específica, ordenada por un superior, y en la que se le asignan responsabilidades y atribuciones precisas de mando a un efectivo que tiene un grado jerárquico y/o un cargo inferior al de los demás integrantes de la misión, operación o actividad, siempre que medien razones de servicio que así lo justifiquen.

ARTÍCULO 104.- Promociones. La promoción para la ocupación de los cargos orgánicos así como para el ascenso al grado jerárquico superior del personal policial de las Policías Municipales es decidida por el/la Intendente/a a propuesta del/la Director/a General de la Policía Municipal, de acuerdo con los siguientes criterios:

a. La formación y capacitación profesional especializada, de acuerdo con el agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro y grado jerárquico; y/o las funciones desarrolladas.
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b. El desempeño profesional a lo largo de su carrera profesional, de acuerdo con el agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro y grado jerárquico; y/o las funciones desarrolladas.

Debe considerarse también los antecedentes funcionales y disciplinarios, así como la antigüedad en la institución y en el grado jerárquico de pertenencia, pero estos criterios nunca deben ser predominantes para ninguna de ambas modalidades de promoción.

La Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia deben establecer las condiciones de promoción para la ocupación de los cargos orgánicos y para el ascenso al grado jerárquico superior del personal policial de la misma sobre la base de las disposiciones de esta ley.

ARTÍCULO 105.- Ascenso jerárquico. La promoción para el ascenso al grado jerárquico superior dentro de la carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales tiene como requisitos:

a. La disponibilidad de vacantes en el grado jerárquico superior.

b. La acreditación de la aptitud profesional requerida para el grado jerárquico superior, determinada por:

1. La formación y capacitación profesional especializada, correspondientes al agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro jerárquico correspondiente al grado jerárquico superior; y/o las funciones atinentes al agrupamiento y/o especialidad y cuadro jerárquico de referencia.

2. Las destrezas y competencias profesionales correspondientes al agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro jerárquico correspondiente al grado jerárquico superior; y/o las funciones atinentes al agrupamiento y/o especialidad y cuadro jerárquico de referencia.

3. Las condiciones físicas y psíquicas correspondientes al agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro jerárquico correspondiente al grado jerárquico superior; y/o las funciones atinentes al agrupamiento y/o especialidad y cuadro jerárquico de referencia.

c. La aprobación de los cursos de ascenso y/o nivelación que determine la reglamentación.

La aptitud profesional así como los cursos de ascenso y/o nivelación requeridos para la promoción y el ascenso al grado jerárquico superior son establecidos mediante la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 106.- Prioridad. La prioridad para el ascenso entre dos o más aspirantes a un mismo grado jerárquico superior debe estar dada por los parámetros que se indican a continuación y en el siguiente orden:
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a. El mayor puntaje obtenido en los cursos de ascenso o nivelación, teniendo especial consideración la formación y capacitación profesional así como las destrezas y competencias profesionales relacionadas con el grado jerárquico superior.

b. La mejor calificación de aptitud profesional.

c. La mayor antigüedad en el grado jerárquico de pertenencia.

Sin perjuicio de las promociones regulares, pueden determinarse promociones del personal policial que se distinguiese en actos de servicio debidamente acreditados, o falleciera a consecuencia de éstos, conforme lo establezca la reglamentación.

ARTÍCULO 107.- Tiempo mínimo. Se requiere la permanencia de un tiempo mínimo en el grado jerárquico anterior para ascender al grado jerárquico inmediato superior, de acuerdo con la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 108.- Ocupación de cargos orgánicos. La promoción para la ocupación de los cargos orgánicos dentro de la carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales tiene como requisitos:

a. La acreditación de la aptitud profesional requerida para el cargo orgánico de referencia, determinada por:

1. La formación y capacitación profesional especializada, correspondientes al cargo orgánico de referencia y a las funciones atinentes al mismo.

2. Las destrezas y competencias profesionales correspondientes al cargo orgánico de referencia y a las funciones atinentes al mismo.

3. Las condiciones físicas y psíquicas correspondientes al cargo orgánico de referencia y a las funciones atinentes al mismo.

b. La aprobación de los cursos de capacitación que determine la reglamentación.

c. El cuadro y/o grado jerárquico requeridos.

La aptitud profesional así como los cursos de capacitación y el cuadro y/o grado jerárquico requeridos para la promoción y designación en los cargos orgánicos deben ser establecidos mediante la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

ARTÍCULO 109.- Validez de derechos, deberes y obligaciones. Los derechos, deberes y obligaciones y prohibiciones que rigen la carrera profesional del personal policial de las Policías Municipales deben ser establecidos en la reglamentación de esta ley y en la Ordenanza Orgánica correspondiente, y deben estar exclusivamente referidos a la prestación del servicio policial de seguridad preventiva local y ser válidos en el curso de dicha prestación.
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ARTÍCULO 110.- Estabilidad. El personal policial de las Policías Municipales adquiere estabilidad en el empleo después de transcurridos doce (12) meses de efectiva prestación de servicios, y una vez que hubiere aprobado las pruebas de aptitud con las condiciones físicas, psíquicas y profesionales básicas y el curso básico de formación, homologación y/o especialización, según corresponda.

El personal policial comprendido en el régimen de estabilidad tiene derecho a conservar el empleo, el agrupamiento y/o especialidad y el grado jerárquico alcanzado.

ARTÍCULO 111.- Situación previa a adquirir la estabilidad. Durante el tiempo que el personal policial carezca de estabilidad, tiene todos los derechos, deberes y obligaciones y prohibiciones previstos en esta ley y en la reglamentación, y dicho lapso debe ser computado para determinar su antigüedad en la carrera profesional.

ARTÍCULO 112.- Pérdida de estabilidad. La estabilidad en el empleo del personal policial de las Policías Municipales sólo se pierde por cesantía o exoneración, previo sumario administrativo o condena penal que importe privación de libertad o la inhabilitación para ejercer el cargo; o cuando se dispone la baja del agente o su retiro obligatorio con fundamento en las causales previstas en esta ley, su reglamentación y/o en la Ordenanza Orgánica correspondiente.
ARTÍCULO 113.- Prohibiciones. Prohíbese al personal policial de las Policías Municipales:

a. La práctica de desfile y/o formación marcial en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que participe.

b. El saludo mediante venia, golpe de tacos y/o adopción de la denominada posición de firmes.

c. El saludo a la bandera de ceremonia y/o autoridades mediante venia, golpe de tacos y/o la denominada posición de firmes en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que participe.

d. La portación y/o exhibición de armas en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que participe.

e. La invocación de cualquier credo religioso en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que participe.

f. El uso de insignias, estandartes o cualquier tipo de referencia simbólica y/o cualquier tipo de composición musical que identifique agrupamientos, especialidades, unidades y/o dependencias de la Policía Municipal de pertenencia sin la autorización y/o aprobación de las autoridades competentes.

ARTÍCULO 114.- Saludo oficial y participación en actos. Reglamentación. Las modalidades de saludo oficial del personal policial de las Policías Municipales así como su participación en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que 
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participe y, en su marco, el saludo a la bandera de ceremonia y/o autoridades, debe ser establecido por la reglamentación municipal.

ARTÍCULO 115.- Régimen disciplinario. La Ordenanza Orgánica de Policía Municipal debe establecer un régimen disciplinario aplicable al personal policial de la institución en el ejercicio de sus funciones, tipificando las acciones u omisiones que constituyen faltas leves, graves y muy graves, en la medida que constituyan violaciones de los deberes y obligaciones funcionales, así como las sanciones administrativas correspondientes a dichas faltas y el procedimiento aplicable, garantizando los derechos de defensa y al debido proceso.
ARTÍCULO 116.- Faltas disciplinarias. Tipificación. Las faltas disciplinarias del personal policial se deben tipificar según afecten:
a. La disciplina.

b. La operatividad en el servicio.

c. La imagen pública y/o el prestigio de la institución.

d. La ética profesional y honestidad del personal.

e. Los principios básicos de actuación policial.

ARTÍCULO 117.- Faltas disciplinarias leves. Las faltas disciplinarias leves pueden afectar la disciplina; la operatividad en el servicio; la imagen pública y/o el prestigio de la institución; y la ética profesional y honestidad del personal policial.

ARTÍCULO 118.- Faltas disciplinarias graves. Las faltas disciplinarias graves del personal policial pueden afectar la disciplina; la operatividad en el servicio; la imagen pública y/o el prestigio de la institución; la ética profesional y honestidad del personal; y los principios básicos de actuación policial.

ARTÍCULO 119.- Faltas disciplinarias muy graves. Las faltas disciplinarias muy graves del personal policial pueden afectar la operatividad en el servicio; la imagen pública y/o el prestigio de la institución; la ética profesional y honestidad del personal; y los principios básicos de actuación policía.
ARTÍCULO 120.- Sanciones disciplinarias. Enumeración. Las sanciones disciplinarias aplicables al personal policial son las siguientes:

a. Apercibimiento.

b. Apercibimiento grave.

c. Suspensión de empleo por un máximo de sesenta (60) días.

d. Pérdida del uso del grado y del uniforme para el personal en situación de retiro.
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e. Baja por cesantía.

f. Baja por exoneración.

ARTÍCULO 121.- Ejercicio de la facultad disciplinaria. La Auditoría General de Policías Municipales y el Tribunal de Disciplina del Personal de Policías Municipales ejercen las facultades disciplinarias asignadas en los artículos 39 y 40 de esta ley, aplicando el régimen específico aprobado por el Departamento Deliberativo de cada Municipio que se indica en los artículos 115 y subsiguientes de esta ley, sin perjuicio de las potestades disciplinarias que la Ordenanza Orgánica le asigne específicamente a otros funcionarios o unidades de la Policía Municipal de referencia. En ningún caso debe haber superposición de atribuciones.
Capítulo VII

Selección e ingreso

ARTÍCULO 122.- Ingreso. El ingreso a las Policías Municipales se produce previa aprobación de las pruebas de aptitud cumpliendo las condiciones físicas, psíquicas y profesionales básicas y el curso básico de formación para la seguridad preventiva local que al efecto establezca la reglamentación.

ARTÍCULO 123.- Cupos de ingreso y contenidos. El/la Intendente/a o, por delegación expresa de éste/a, el/la Director/a General de la Policía Municipal de referencia debe fijar los cupos de ingreso para cada año lectivo y debe aprobar los contenidos y procedimientos de las pruebas de aptitud con las condiciones físicas, psíquicas y profesionales básicas así como la denominación y los contenidos del curso básico de formación para la seguridad preventiva local, y debe designar a los evaluadores.

ARTÍCULO 124.- Aprobación de contenidos. El/la Intendente/a o, por delegación expresa de éste/a, el/la Directora/a General de la Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires debe aprobar la denominación y los contenidos de todos los cursos de capacitación, perfeccionamiento, especialización y/o entrenamiento para la seguridad pública local destinados la capacitación del personal policial de las Policías Municipales.

ARTÍCULO 125.- Convocatorias extraordinarias. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, y cuando las necesidades funcionales impongan el llamado a convocatorias excepcionales a los fines de la obtención de recursos humanos con capacidades y/o destrezas especiales que no se encuentren dentro de los programas aprobados para cada Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires, el/la Intendente/a o, por delegación expresa de éste/a, el/la Directora/a General de cada Policía Municipal puede efectuar convocatorias extraordinarias que permitan el ingreso de ciudadanos que aprueben las pruebas de aptitud con las condiciones físicas, psíquicas y profesionales básicas y el curso básico de homologación y/o especialización que al efecto se establezcan en la reglamentación.
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ARTÍCULO 126.- Requisitos para el personal policial. Son requisitos para ser personal policial de las Policías Municipales:

a. Ser ciudadano argentino, nativo o por opción.

b. Acreditar aptitud psicofísica compatible con la función y tarea a desarrollar.

c. Declarar bajo juramento cumplir y hacer cumplir la Constitución Nacional, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y las leyes que en su consecuencia se dicten.

d. Observar una conducta pública adecuada al ejercicio de la función pública que establece esta ley.

e. Aprobar los programas y requisitos de formación y capacitación que establezca la institución de pertenencia.

f. Tener titulación de enseñanza media completa o sus equivalentes.

g. Cumplir con las restantes condiciones fijadas por la presente ley, la Ordenanza Orgánica correspondiente y sus normas reglamentarias.

ARTÍCULO 127.- Prohibición de ingreso. Sin perjuicio de lo prescripto por el artículo precedente, no pueden ingresar a las Policías Municipales:

a. Quienes hayan incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, conforme a lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y en el Libro Segundo, Título X del Código Penal, aún cuando se hubieren beneficiado por un indulto o condonación de la pena.

b. Quienes registren antecedentes por violación a los derechos humanos, conforme surja de los archivos de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación o de cualquier otro organismo o dependencia pública con competencia específica en la materia.

c. Quienes hayan sido condenados por delitos dolosos de cualquier índole.

d. Quienes hayan sido condenados por la comisión de delitos contra la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal.

e. Quienes tengan proceso penal pendiente que pueda dar lugar a condena por los delitos enunciados en los incisos c y d del presente artículo.

f. Quienes se encuentren inhabilitados para el ejercicio de cargos públicos.

g. Quienes hayan sido sancionados con exoneración o cesantía en la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, mientras no medie rehabilitación, conforme a las normas vigentes.
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h. Quienes se encontraren incluidos en otras inhabilitaciones propias de las Policías Municipales, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación de esta ley.

i. Quienes hayan sido sancionados con destitución o sanción equivalente en las Fuerzas Armadas o en las Policías o Fuerzas de Seguridad federales y/o provinciales.

ARTÍCULO 128.- Nulidad. Las designaciones efectuadas en violación a lo dispuesto en el artículo anterior, o de cualquier otra norma vigente, son nulas cualquiera sea el tiempo transcurrido, sin perjuicio de la validez de los actos y de las prestaciones cumplidas por el agente durante el ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO 129.- Reincorporación. El/la Intendente/a o, por delegación expresa de éste/a, el/la Directora/a General de la Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires puede convocar y reincorporar al personal de la institución en situación de retiro cuando fuere necesario por razones de servicio, asignándole funciones mediante disposición fundada, en las condiciones que se establezcan en la reglamentación.

Capítulo VIII

Formación y Capacitación Profesional

ARTÍCULO 130.- Carácter y orientación. La formación y la capacitación profesional del personal policial de las Policías Municipales debe ser permanente durante toda la carrera profesional del mismo y debe estar orientada a la producción de capacidades y competencias profesionales específicas que fuesen adecuadas a las labores ocupacionales y las tareas básicas propias del agrupamiento y/o especialidad; el cuadro y/o grado jerárquico; y/o el cargo orgánico de pertenencia.
ARTÍCULO 131.- Formación profesional. La formación profesional del personal policial de las Policías Municipales consiste en el estudio e instrucción inicial de base de los candidatos a Oficiales de la institución de referencia.

ARTÍCULO 132.- Denominación de los candidatos. Se denominan Estudiantes a los candidatos a Oficiales de las Policías Municipales que estén realizando el “Curso de Oficiales” de la institución de pertenencia.

ARTÍCULO 133.- Curso de Oficiales. La formación profesional del personal policial de las Policías Municipales se debe organizar, gestionar y administrar a través del “Curso de Oficiales” de cada institución, el que debe tener un (1) año de duración y debe estar articulado sobre la base de los siguientes núcleos curriculares básicos:
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a. Legal-institucional, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de las bases legales e institucionales de la labor policial, en particular, los derivados de la administración pública; la gestión administrativo-policial; el sistema institucional administrativo, judicial y legislativo; el derecho público y administrativo; el derecho penal y el derecho procesal-penal; la acción y los procedimientos administrativos y jurisdiccionales, todo ello referido a la seguridad preventiva local.

b. Social-criminológico, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de las ciencias sociales aplicados a las problemáticas delictivas e institucionales referidas a la seguridad pública local.

c. Ético-profesional, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de la profesión y función policiales; los principios básicos de actuación policial; los derechos humanos, tanto en sus bases legales como en los tratados y la doctrina internacional y en su protección concreta por parte de la actuación policial; y todo lo referido a la libertad y protección ciudadana.

d. Técnico-policial, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios del ejercicio de las labores policiales generales y en particular, de aquellas específicamente relativas a la seguridad preventiva local, la gestión policial estratégica y táctica, las acciones técnico-operacionales, de supervisión y de dirección policiales, el análisis criminal y la logística policial.

e. Técnico-especializado, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios del derecho y la actividad de seguridad atinente al campo específico de actuación.

ARTÍCULO 134.- Capacitación profesional. La capacitación profesional del personal policial de las Policías Municipales consiste en el adiestramiento, entrenamiento, perfeccionamiento y/o actualización profesional del personal policial de las instituciones de referencia, y se debe organizar, gestionar y administrar sobre la base de los siguientes núcleos curriculares básicos:

a. Especialización Policial, para la capacitación especializada de los Oficiales en función del desempeño de las labores propias de los agrupamientos y especialidades y/o el desarrollo de las actividades específicas que requieren conocimientos, habilidades y aptitudes especiales.

b. Conducción Policial, para la capacitación especializada de los Oficiales Superiores y Supervisores con responsabilidades de dirección superior o supervisión media.

c. Actualización y/o Entrenamiento Policial, para la capacitación permanente y/o el entrenamiento especializado de los Oficiales, a los efectos de actualizar la formación de base, en función del desempeño de las diferentes labores policiales referidas a la seguridad preventiva local.
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d. Promoción Policial, para la capacitación y preparación de los Oficiales que aspiren a ascender al grado jerárquico superior de la carrera profesional policial, o a ocupar los cargos orgánicos que correspondan, conforme lo establezca la reglamentación.

ARTÍCULO 135.- Prohibiciones. En los cursos de formación y/o capacitación profesional del personal policial de las Policías Municipales es prohibida la realización de procedimientos o técnicas didácticas que supongan el desarrollo de movimientos de orden cerrado; saludos, desfiles y/o marchas marciales; o actividades físicas sancionatorias o disciplinantes del Estudiante u Oficial.
ARTÍCULO 136.- Estructura curricular y pedagógica. El diseño y organización de la estructura pedagógica y curricular de la formación y capacitación del personal policial de las Policías Municipales en sus diferentes núcleos debe ser establecido por el Departamento Académico del instituto abocado a la formación y capacitación de cada institución, de acuerdo con los lineamientos y directivas establecidas al respecto por el/la Intendente/a o, por delegación expresa de éste/a, por el/la funcionario/a a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad pública local.

ARTÍCULO 137.- Convenios y acuerdos. A los efectos de la selección de candidatos a policía así como de la formación y la capacitación profesional del personal policial de las Policías Municipales, el instituto previsto en el artículo 88 de esta ley, puede celebrar convenios y/o acuerdos con universidades, academias, institutos y/o centros de estudios, públicos o privados.
Título III

Financiamiento

ARTÍCULO 138.- Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales. Creación. Créase el Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales, que debe ser distribuido entre los Municipios que hayan conformado y puesto en funcionamiento su Policía Municipal, de acuerdo con las prescripciones establecidas en esta ley.

ARTÍCULO 139.- Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales. Finalidad. El Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales tiene por finalidad específica y exclusiva financiar los gastos corrientes y de capital necesarios para el funcionamiento de las Policías Municipales.
ARTÍCULO 140.- Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales. Recursos. El Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales debe estar integrado por los recursos presupuestarios determinados por el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales, según lo establecido por el artículo 21 de esta ley.
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El Departamento Deliberativo del Municipio que adhiera a la presente ley y conforme su Policía Municipal, debe incorporar, en la determinación de los recursos y gastos dicho Municipio correspondiente a cada ejercicio, las partidas destinadas a financiar los gastos corrientes y de capital necesarios para el funcionamiento de la Policía Municipal de referencia, en los términos de las obligaciones establecidas por la Ley Orgánica de las Municipalidades, Decreto Ley 6.769/58 y sus modificatorias.

ARTÍCULO 141.- Evolución presupuestaria. Los recursos del presupuesto provincial asignados al Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales, conforme se establece en el artículo anterior, deben incrementarse, como mínimo, en idénticos términos porcentuales nominales y reales, conforme evolucione el financiamiento total asignado a la Policía de la Provincia de Buenos Aires para el cumplimiento de sus funciones de seguridad preventiva.

ARTÍCULO 142.- Transferencia. Los recursos financieros presupuestarios, extrapresupuestarios y/o tributarios de asignación específica acordados con el Estado provincial para atender el funcionamiento de las Policías Municipales deben ser transferidos a una cuenta separada abierta a tales fines en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, en lo posible, en forma diaria y automática en la forma que determine la reglamentación y en los términos acordados en los convenios suscriptos.

Título IV

Disposiciones complementarias y modificatorias

ARTÍCULO 143.- Régimen previsional. En materia previsional es de aplicación la Ley 13.236 de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de las Policías de la Provincia de Buenos Aires y supletoriamente la Ley 13.982 del Personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires en los aspectos no previstos en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia.

Los Municipios que adhieran a esta ley quedan facultados para suscribir los acuerdos que resulten necesarios con la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, a los fines de una adecuada implementación de la presente norma.

ARTÍCULO 144.- Asistencia Médica Integral. La cobertura de salud y la atención de enfermedades profesionales y contingencias está a cargo del Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) conforme a las disposiciones de la Ley 6.982 y sus modificatorias, pudiendo establecerse en las respectivas Ordenanzas Orgánicas de las Policías Municipales, beneficios sociales y de salud adicionales, a cargo de cada Municipio.

A tales fines, los Municipios que adhieran a esta ley quedan facultados para suscribir los acuerdos que resulten necesarios con el Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA).
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ARTÍCULO 145.- Sistema de Seguridad Pública. Sustituyese el inciso o) del artículo 5° de la Ley 12.154 y sus modificatorias, Leyes 13.210 y 13.482, por el siguiente:

“o) Los/as Intendentes/as de los Municipios que tengan Policía Municipal o Policía de Seguridad Comunal”

ARTÍCULO 146.- Consejo Provincial de Seguridad Pública. Incorporase como inciso h) del artículo 8° de la Ley 12.154 y sus modificatorias, Leyes 12.987 y 14.024, el siguiente:

“h) Los/as Intendentes/as de los Municipios que tengan Policía Municipal”

ARTÍCULO 147.- Policías de Seguridad Comunal. Sustituyese el artículo 56 de la Ley 13.482 y sus modificatorias, por el siguiente:

“ARTÍCULO 56.- Requisitos del ámbito municipal. Las Policías de Seguridad Comunal actuarán en los Municipios del interior de la Provincia de Buenos Aires con una población que no podrá exceder de los cien mil (100.000) habitantes –conforme al último Censo Nacional de Población- y que adhieran a la presente Ley mediante convenio que suscribirá el Intendente, y que entrará en vigencia luego de ser ratificado por ordenanza municipal”

ARTÍCULO 148.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe reglamentar la presente ley, en los aspectos de su competencia, dentro de los noventa (90) días de su publicación.

Quedan igualmente facultados a dictar reglamentaciones los Departamentos Ejecutivos de los Municipios comprendidos en el artículo 1° de la presente ley, en el marco de las competencias y funciones exclusivas que se les delegan y, correlativamente, dentro de los noventa (90) días de la publicación de las respectivas Ordenanzas Orgánicas de las Policías Municipales.

ARTÍCULO 149.- Vigencia. Las disposiciones específicas relativas a la conformación de las Policías Municipales contenidas en la presente ley, entran en vigencia a partir de la publicación de la Ordenanza Municipal de adhesión sin limitaciones ni reservas, y son obligatorias en el ámbito territorial de dicho municipio a partir de esa fecha.

Las restantes disposiciones de la presente entran en vigencia conforme a lo establecido en el artículo 2° del Código Civil.

ARTÍCULO 150.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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Fundamentos

Señor Presidente:

En nuestra provincia existe una realidad innegable, evidente, que preocupa y que debe ser atendida. El surgimiento de nuevas conflictividades y con ello nuevas demandas en el orden local en materia de seguridad, nos obligan como representantes del pueblo a pensar, proponer y trabajar intensamente en propuestas legislativas que den respuesta a estas cuestiones. El cuadro de situación y diagnóstico que motiva este proyecto se desarrolla sucintamente a continuación, y constituye por ello la base a partir de la cual se han formulado las prescripciones normativas que se reflejan en el texto de la propuesta, con la intención de ofrecer una posible respuesta,

Durante las dos últimas décadas en la Provincia de Buenos Aires y, particularmente, en el Gran Buenos Aires y en las grandes ciudades del interior de nuestra provincia, se produjo un significativo aumento de los delitos y, como consecuencia de ello, se dio un notable crecimiento del sentimiento social de “inseguridad”.

Desde una perspectiva estructural, el aumento y la expansión de la criminalidad parecen haber respondido de manera directa e indirecta a dos cuestiones fundamentales. Por un lado, a los acelerados procesos de desigualación y marginalización de amplios estratos bajos y medios-bajos en las grandes urbes, lo que en el ámbito bonaerense adquirió una significativa manifestación. Y, por el otro lado, a las deficiencias institucionales del sistema de seguridad pública y, en particular, aquellas derivadas de los anacronismos y carencias organizacionales y funcionales de la Policía de la Provincia de Buenos Aires así como de la significativa expansión de las prácticas corruptivas reproducidas en su seno.

Desde el comienzo de los años ’90, el incremento de los delitos contra la propiedad observado en la Provincia de Buenos Aires y, particularmente, en el Gran Buenos Aires, fue coincidente con la profundización del deterioro social general; y su reducción observada a partir de 2003-2004 se produce en un contexto de  mejoramiento de la situación socioeconómica general.

La relación entre las condiciones sociales altamente pauperizadas y el incremento delictivo en las grandes urbes constituye una cuestión intrincada. Sin embargo, al igual que lo observado en la mayoría de las grandes urbes de América Latina, en el ámbito bonaerense, los delitos se incrementaron al compás del deterioro de las condiciones sociales y, en particular, del aumento de la alta marginalidad urbana. A su vez, la caída de los niveles delictivos en el plano provincial desde el 2004, en particular, de los delitos contra la propiedad, coincidió con la mejora en las condiciones sociales de los sectores sumidos en la pobreza y la indigencia, en un contexto general signado por la recuperación económica del país y la caída de los índices de desocupación y subocupación durante esos años, todo lo cual parece confirmar esa relación general.
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Por su parte, en todo este tiempo, la capacidad de abordaje y tratamiento de la problemática criminal por parte del sistema institucional de seguridad pública ha sido insuficiente, parcial y defectuosa, lo que no sólo se ha apreciado en la institucionalidad judicial sino principalmente en la institucionalidad policial. La Policía de la Provincia de Buenos Aires ha constituido una institución deficiente a la hora de desarrollar estrategias integrales de control del delito en el escenario bonaerense. Y ello ha derivado del profundo anacronismo y desactualización orgánica, funcional y doctrinal que pesa sobre ella, lo que, en gran medida, ha favorecido, a su vez, la reproducción institucional de prácticas policiales alejadas de la legalidad y el mantenimiento de un sistema de regulación directa e indirecta de ciertas actividades delictivas por parte de algunos integrantes o grupos componentes del propio sistema policial bonaerense.

A su vez, si bien, en la actualidad, los niveles y la envergadura de los delitos violentos –asaltos a mano armada, lesiones y homicidios en ocasión de robo- son menores a los existentes a comienzos del milenio, en particular, a los altos índices registrados en el año 2002 que fueron los más elevados de la década, ha aumentado considerablemente la sensación de inseguridad. Y ello ocurrió en medio de un contexto signado una creciente escandalización mediática de ciertos delitos predatorios y homicidios, en particular de aquellos que han victimizado a personas de los sectores altos y medios-altos. Existe un abordaje interpretativo y valorativo de los grandes medios de comunicación masivos, fundamentalmente la prensa televisiva, que pondera la problemática del delito y la seguridad de una manera exacerbada, repetitiva y siguiendo un tono sensacionalista asentado en la anécdota y cargado de una espectacularidad y un dramatismo inusitados. Ello contribuye a producir y reproducir un determinado marco de referencia simbólica centrado en un solo mensaje: toda la sociedad se halla insegura y es vulnerable a cualquier tipo de delito violento, aun aquellas personas y sectores que objetivamente tienen una baja probabilidad de ser victimizados por este tipo de eventos.

Este conjunto de procesos generales ha transformado también la situación de la seguridad pública local en la Provincia de Buenos Aires. En los ámbitos vecinales y barriales se manifiesta un tipo de conflictividad específica que, en su expresión más lesiva y socialmente más gravosa, gira en torno de la problemática delictiva tradicional y violenta, tales como los homicidios, los asaltos a mano armada, los robos y hurtos de propiedades y automotores, las lesiones y muertes provocadas en riñas, los eventuales delitos contra la integridad sexual, etc. 

Asimismo, existe una serie de conflictos sociales menores derivados de ciertas modalidades de delitos leves, desórdenes y faltas que alteran significativamente la situación local de la seguridad y que no se inscriben en la delincuencia común violenta. La vida cotidiana en los espacios locales está básicamente signada y determinada por estos incidentes en forma mucho más significativa que por la alta criminalidad. En ciertos vecindarios, a las personas les preocupa más ser víctima de hurtos o robos menores que la eventualidad de ser pasible de un secuestro extorsivo. En ese ámbito, a los vecinos les pueden perturbar los desórdenes o disturbios provocados por un conjunto de jóvenes durante la madrugada, pero quizás no les preocupa con la misma intensidad ser asaltado por “piratas del asfalto” cuando dirigen su vehículo. Al comerciante del centro urbano lo altera el comercio ilegal llevado a cabo por personas desocupadas que ponen un toldito frente a su 
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local para vender las mismas cosas que aquél y que, luego de una discusión acalorada, la cuestión se dirime en medio de una riña, pero no se siente pasible de ser asaltado por un grupo comando como el que roba camiones blindados de traslado de caudales o entidades bancarias. El joven que vuelve durante la madrugada de bailar en un local nocturno está temeroso de no cruzarse con una bandita de muchachotes que le roben su teléfono celular o el calzado y lo agredan físicamente, pero no imagina ser objeto de un ajuste de cuentas del crimen organizado.

En este contexto, las crecientes demandas sociales en favor de protección se han ido canalizando, antes que nada, frente a las autoridades políticas más próximas de la población, es decir, frente a los gobiernos municipales. En general, los reclamos colectivos, las manifestaciones de protesta y, en ciertos casos, las numerosas puebladas que en los últimos tiempos se vivieron en los diferentes ámbitos locales de la Provincia de Buenos Aires constituyeron expresiones de reproche y desaprobación contra la inacción policial o política ante los recurrentes desórdenes no controlados ni resueltos o ante las modalidades delictivas a veces regenteadas por la propia fuerza policial. En ciertas ocasiones, a las autoridades municipales también se les reclamó con vehemencia que se encargaran de la cuestión de la seguridad o intercedieran ante los gobiernos nacional o provincial o ante la policía local para afrontar el tema.

Deficiencias institucionales.

Los Municipios de la Provincia de Buenos Aires, en general, no cuentan con las destrezas, los mecanismos y los recursos institucionales para atender la necesaria prevención y conjuración de los hechos delictivos y para gestionar integralmente los conflictos y desórdenes que tienen una relevancia enorme en el plano local. Ello ha ido deteriorando sensiblemente el vínculo articulado entre la sociedad y el poder político municipal. Por cierto, la permanente desatención oficial a las conflictividades locales y la creciente demanda social de protección han contribuido con el deterioro de la vida colectiva –fundamentalmente en los sectores populares- y han generado una significativa insatisfacción y desconfianza hacia las autoridades políticas locales.

Los Municipios bonaerenses no poseen facultades ni recursos financieros para organizar sus propios sistemas de seguridad y su propia policía a los fines de desenvolver de manera integral tareas de seguridad preventiva dentro de su territorio. Tampoco poseen, en general, un funcionariado municipal capacitado o entrenado en la gestión de los asuntos de seguridad ni han conformado dependencias técnicas especializadas u observatorios focalizados en la identificación apropiada de las problemáticas de seguridad que requieren de algún tipo de intervención local o en el desarrollo de labores de prevención social de la violencia y el delito y, menos aún, en la coordinación de tareas preventivas con las dependencias y cuerpos policiales que actúan en la esfera local.

Ante la crisis de seguridad local y las demandas colectivas articuladas en torno de ella, las mayoría de los Municipios bonaerenses han emprendido esfuerzos institucionales, formales e informales, de manera conjunta con la policía local y/o con las autoridades 
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provinciales y nacionales del ramo, en función de optimizar el servicio de protección ciudadana, resolver los conflictos que vulneran la tranquilidad lugareña, prevenir incidentes delictivos y garantizar niveles más aceptables de seguridad vecinal. No obstante, no cuentan con el manejo institucional del sistema policial ni con los recursos humanos, el soporte financiero o los medios institucionales especializados para abordar y dar cuenta en forma apropiada de los asuntos de la seguridad en el plano local.

Durante los últimos años, han sido incipientes las iniciativas y programas de muchos Municipios destinados a conformar áreas especializadas en temas de seguridad; montar y poner en funcionamiento sistemas de vigilancia y monitoreo del espacio público; desarrollar labores coordinadas de policiamiento; supervisar el desempeño policial; conformar instancias de resolución inmediata de conflictos; llevar a cabo planes de prevención social de violencias; fortalecer sistemas de alertas y denuncias; entre otros emprendimientos en la materia. Sin embargo, ello no ha sido la tendencia general en la provincia, y sólo en algunos casos dicho esfuerzo ha contado con el necesario respaldo técnico y material del gobierno provincial, a lo que se ha añadido un sistemático rechazo de los cuerpos policiales a toda iniciativa de descentralización institucional o funcional en el plano local.

Por su parte, del lado policial priman, desde hace unos años, tendencias institucionales que han favorecido el deterioro de la seguridad pública local. Pese a la conformación relativamente reciente de servicios policiales de carácter comunal y distrital, éstos dependen orgánica y funcionalmente del gobierno provincial y, en general, la Policía de la Provincia de Buenos Aires no ha estructurado unidades o grupos abocados al desenvolvimiento de modalidades de policiamiento preventivo o de proximidad tendientes a la implementación de estrategias focalizadas de prevención del delito y de conflictos locales, sobre la base de una fluida interconexión entre la propia policía, el gobierno local y la comunidad. Al contrario, salvo casos muy acotados, el vínculo entre la policía, el gobierno local y la comunidad ha estado signado por la externalidad y la fragmentación institucional.

Asimismo, los servicios policiales locales atienden habitualmente las demandas comunitarias frente a los desórdenes y eventos delictivos menores desenvueltos en el plano local con los mismos recursos y métodos con que han venido enfrentando a la alta criminalidad violenta. Las formas imperantes en el accionar policial han girado históricamente en torno de tácticas de intervención asentadas básicamente en la reacción armada ante situaciones o hechos delictivos ya consumados o en desarrollo, descartando de antemano alternativas basadas en modalidades proactivas de labor conjunta con la poblaciones locales.

Además, estas formas de intervención policial no son generalmente decididas, conducidas, desarrolladas y controladas en forma descentralizada por las unidades y dependencias del lugar sino por los mandos centrales de la fuerza que corrientemente despachan sus asuntos desde la capital provincial, lo que ha impedido llevar a cabo labores preventivas focalizadas y adecuadas al conjunto de problemáticas específicas dadas en cada ámbito local de la Provincia de Buenos Aires. Esto, además, se ha visto reforzado por la tradicional impronta organizativa altamente militarizada que pesa sobre esta policía, su 
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lógica de fuerza estatal al servicio del poder político de turno y su constitución como institución cerrada y poco permeable a las vinculaciones con la ciudadanía.

En este contexto, la Policía de la Provincia de Buenos Aires no ha sido propensa a considerar que la interacción con la ciudadanía y la intervención cooperativa de ésta en la labor policial frente al delito puedan constituir instancias posibles para la elaboración e implementación de estrategias eficaces de prevención de delitos y conflictos. No solamente se rechazó desde el ámbito policial la posibilidad de que los ciudadanos pudiesen identificar la naturaleza y la envergadura de los problemas y situaciones de violencia y la criminalidad existente en la esfera de su vecindad sino que, además, se posicionó a la misma policía como la única institución capaz de registrar y accionar sobre esos problemas y situaciones. En este sentido, la policía provincial le adjudicó a la ciudadanía un papel esencialmente pasivo e inerte en materia de seguridad, todo lo cual redundó en un paulatino y creciente deterioro de la situación de seguridad pública en los ámbitos locales en nuestra provincia.

Entretanto, en la Policía de la Provincia de Buenos Aires todo pasa por el centro o, mejor, por su cúpula. O casi todo. El injustificado centralismo organizacional no responde a la sistemática atención que esa cúpula le presta a los asuntos de la seguridad pública que se desarrollan en el ámbito local, o a la avidez con que esa cúpula intenta prevenir y conjurar los delitos cometidos en ese ámbito. Al alto comisariato bonaerense anclado en la capital provincial no le interesan los hechos delictivos acontecidos en el extenso territorio provincial ni le preocupan el desempeño o la situación institucional de las diferentes unidades operacionales ni del personal que integra el sistema policial que dirige desde lejos.

Sólo le importa no perder el control indirecto de la “calle” de donde se obtienen los fondos provenientes de las actividades criminales y/o irregulares protegidas por la propia policía. Sin dejar de tener en cuenta la pronunciada ignorancia que ese comisariato exhibe respecto de las nuevas formas de gestión de organizaciones complejas, es evidente que la única razón que mantiene incólume el centralismo organizacional de la policía provincial es el cuantioso botín que sube para arriba y en dirección al centro. Ello convierte a las altos mandos policiales en unitarios acérrimos que rechazan cualquier atisbo de descentralización organizacional con el argumento de conjurar un ataque artero a la policía y a la seguridad pública.

A ello se añade que el sistema policial bonaerense está institucionalmente colapsado. Los recursos humanos, operativos e infraestructurales que la Policía de la Provincia de Buenos Aires destina efectivamente a la prevención, conjuración e investigación de los delitos son exiguos. Desde hace mucho tiempo, el grueso de la dotación de personal de la institución está abocado al desarrollo de labores administrativas y de apoyo en el ámbito del Ministerio de Justicia y Seguridad y de la jefatura policial. Otra parte significativa de esa dotación está dedicada a custodiar a funcionarios, jueces y otros notables; a cuidar establecimientos e instalaciones; a atender diligencias administrativas de la justicia –notificaciones y otras medidas que encubren las deficiencias gerenciales de la “nobleza” judicial bonaerense-; custodiar personas detenidas en sedes policiales y trasladarlas diariamente a tribunales y defensorías.
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Todas estas labores no-policiales demandan la mayoría de los medios operacionales, infraestructurales, logísticos y, por ende, presupuestarios. Solo un poco más de un cuarto del personal y del esfuerzo institucional policial está consagrado a desarrollar acciones de patrullamiento y vigilancia preventiva, mantenimiento del orden público e investigación criminal. Ello significa que la “lucha contra el delito” es un mito institucional que encubre este conjunto de desatinos organizacionales resultantes de los históricos usos políticos y judiciales que se hizo de la policía provincial y de la antigua concepción que considera que la policía es una institución polirubro que está para atender las necesidades y deficiencias organizacionales y funcionales de otras instancias administrativas y de otros poderes públicos.

Este dislate institucional nunca fue observado ni abordado por la política y los gobiernos bonaerenses porque, en verdad, la policía provincial, aún así, cumple con todo aquello que la constituye en una institución eficiente: disciplinar punitivamente a los sectores urbanos altamente marginalizados para los cuales no hay políticas sociales de inclusión; controlar el delito mediante su regulación, desarrollando un conjunto de acciones tendientes a ejercer la salvaguarda y protección de ciertas actividades delictivas altamente rentables; y autofinanciarse ilegalmente a través de la obtención de fondos provenientes de las actividades criminales protegidas. Y, al mismo tiempo, también atiende y resuelve una enorme cantidad de atritos y conflictos sociales que deberían ser objeto de abordaje de otras áreas del Estado diferentes de la policía.

Por todas estas razones, los gobiernos locales de la Provincia de Buenos Aires y sus comunidades no cuentan con un instrumento indispensable para gestionar de una forma eficaz y democrática a la seguridad pública: la policía. Ello ha hecho que, desde hace un tiempo, algunos Intendentes bonaerenses hayan comenzado a reclamar la dirección orgánica y funcional de los servicios policiales preventivos en sus jurisdicciones. En gran medida, perciben que la policía actual está atravesada por las mencionadas deficiencias organizacionales y de funcionamiento, a las que observan como insuperables en este contexto institucional. Pero también vislumbran que una significativa parte de sus integrantes está más preocupada por proteger negocios espurios y reproducir circuitos ilegales de recaudación de fondos provenientes de los delitos regulados policialmente que por garantizar una labor proba en materia de seguridad ciudadana. Estos desmadres institucionales explotan sin atenuantes ante los gobiernos locales. Y sus comunidades les reclaman justificadamente a la dirigencia local que pongan un coto a estos desatinos y asuman responsabilidades directas en la gestión de la seguridad.

Fortalecer el gobierno local de la seguridad pública.

En la Provincia de Buenos Aires, resulta indispensable la conformación de un dispositivo integral de gestión municipal de la seguridad, bajo la conducción política del Intendente y con la participación y control directo de los vecinos.

En un contexto democrático, la seguridad pública local debe asentarse y desenvolverse en el marco de una labor conjunta desenvuelta entre el gobierno municipal, las diferentes instancias de organización barrial, vecinal y municipal, y la policía, apuntando a mejorar la calidad de vida de la población mediante la resolución de problemas 
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y conflictos sociales que contribuyen o favorecen el aumento de la violencia y la criminalidad en la esfera local.

Ello requiere de un proceso de descentralización y fortalecimiento de la gobernabilidad local de la seguridad pública que apunte a la conformación de un consorcio institucional de gestión de la seguridad pública local constituido por el gobierno municipal, la comunidad y el sistema policial.

El hecho de que los Municipios son recipiendarios de las demandas sociales inmediatas a favor de un mayor activismo local en la gestión de los asuntos de la seguridad pública y, al mismo tiempo, no cuentan con los mecanismos normativos e institucionales adecuados ni con los recursos humanos capacitados para tal emprendimiento, impone la necesidad de llevar a cabo un proceso de apropiación de facultades –en el sentido de asunción de responsabilidades- y de generación de capacidades de gestión en materia de seguridad pública local y de dirección de los diferentes actores e instancias que intervienen o inciden en la situación de la seguridad pública local. Las autoridades municipales precisan abordar paulatinamente los temas de la seguridad pública local y, en su marco, deben comenzar a intervenir en el gobierno del sistema de seguridad local, inclusive, de su policía.

Para ello, es imprescindible la conformación y/o el fortalecimiento, con la colaboración y asistencia técnica de los organismos y agencias especializadas de los gobiernos provincial o nacional, de una dependencia especializada de la administración municipal –con rango de Secretaría, Subsecretaría o Dirección, según las condiciones institucionales locales- específicamente abocada a la gestión de los asuntos de la seguridad pública local en cuyo marco se regulen y dirijan las actividades preventivas generales, las estrategias e iniciativas institucionales formuladas e implementadas al respecto y el vínculo regular con las policías que desarrollan sus labores en el ámbito local o, en su caso, el ejercicio de la conducción de la policía municipal y la articulación con las diferentes instancias de participación comunitaria en los referidos asuntos.

Por su parte, la vigorización del gobierno local en la gestión de la seguridad pública debe ir necesariamente acompañada por el fortalecimiento de la participación de la comunidad en la gestión y control de la seguridad pública local.

Ello implica el apuntalamiento y consolidación de los foros de participación comunitaria en la seguridad pública local como canales y prácticas institucionales articuladas a los efectos de garantizar la acción y la intervención de los actores sociales y comunitarios -asociaciones, organizaciones no-gubernamentales, entidades de la sociedad civil y agrupamientos vecinales- en la gestión de los asuntos de la seguridad pública, particularmente, en todo lo atinente a:

1. La identificación de los problemas locales de seguridad pública, especialmente aquellos referidos a los conflictos, faltas y delitos existentes en la jurisdicción actuante.

2. 
La participación en formulación, implementación y control de las políticas y estrategias de prevención -social y policial- de la violencia y el delito desarrolladas por los actores institucionales en el ámbito local.
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3. 
La supervisión y control de legalidad y de eficiencia del sistema de seguridad pública y de sus componentes y actores.

4. 
La formulación de recomendaciones y sugerencias normativas, políticas y estratégicas a las instancias gubernamentales, parlamentarias, policiales y/o sociales relativas a las cuestiones de la seguridad pública.

Entretanto, el anacronismo institucional del sistema policial bonaerense, tal como se encuentra estructurado orgánica y funcionalmente, es decir, altamente centralista y burocratizado, así como la enorme presión social a favor de una mayor incumbencia de los gobiernos locales en los asuntos de la seguridad pública y, particularmente, en la dirección o control de las policías actuantes en el plano local y la creciente certeza de que las cuestiones de la seguridad local no son exclusivamente policiales sino que también deben conllevar un activo compromiso participativo de la comunidad, favorecen una suerte de desconcentración y/o descentralización del sistema policial en el ámbito local. Dicho proceso tiende a la conformación de unidades o secciones policiales especializadas en el policiamiento de proximidad, dependientes funcional y orgánicamente de las autoridades gubernamentales locales.

Esta tendencia pondera la necesidad de que los gobiernos locales conformen, refuercen y consoliden su gobernabilidad sobre la seguridad pública y, en especial, la capacidad de gestión y dirección integral del sistema policial local. También apuntala, como se dijo, la exigencia de que se dinamice la intervención de la comunidad en estos asuntos y se comience a articular una intervención dinámica entre las diferentes instancias de participación comunitaria y la policía local.

En tal sentido, la lógica de las Policías de Seguridad Comunal creadas por la Ley 13.482 no ha alcanzado a satisfacer las necesidades propias de la seguridad preventiva local, especialmente en los ámbitos de mayor concentración poblacional de nuestra provincia, en tanto la prescripción normativa del Art. 56 de dicha ley expresamente establece que sólo pueden crearse en municipio de hasta setenta mil habitantes. Además, sólo reserva a los Intendentes municipales la dependencia funcional de dichas policías, manteniendo la dependencia orgánica de esos cuerpos policiales, con lo que la relación de mando no se modifica, como tampoco la pertenencia del personal, la formación y capacitación, el régimen profesional, etc., manteniendo en definitiva la unidad de la Policía de Provincia de Buenos Aires y, con ello, perpetuando las deficiencias antes apuntadas.

Superando los escollos institucionales.

El presente proyecto de ley, propone crear las Policías Municipales en aquellos partidos de la Provincia de Buenos Aires con más de cien mil (100.000) habitantes que adhieran a la misma mediante la aprobación de una Ordenanza sancionada con el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros.

De acuerdo al Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2010, en la Provincia de Buenos Aires, sólo 35 partidos superan los 100.000 habitantes, es decir, la 
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cuarta parte del total de partidos existentes en el ámbito provincial -135, en total-. Ellos abarcan a los 24 partidos del Gran Buenos Aires y 11 partidos más -La Plata, General Pueyrredón, Bahía Blanca, Pilar, Escobar, San Nicolás, Tandil, Zárate, Olavarría, Luján y Pergamino-.

La población total de esos 35 partidos es de 12.710.864 habitantes, lo que equivale al 81% del total de habitantes de la provincia, aunque en términos de extensión, sólo representan el 8,9% de la superficie total de la provincia.

La mayoría de los Municipios comprendidos en el presente proyecto de ley son de carácter urbanos y  están localizados en una única área geográfica, el Gran Buenos Aires. Los restantes se ubican predominantemente en el interior de la provincia y casi todos tienen el doble carácter urban y rural.

El requisito poblacional obedece a que es recomendable la constitución de Policías Municipales con plantillas numéricamente relevantes para evitar la existencia de una multiplicidad de policías con una gran disparidad en la cantidad de miembros, en sus capacidades operativas y en la formación de sus integrantes. 

Ahora bien, como se señaló antes respecto de la importancia que tiene la apropiación de facultades en materia de seguridad local preventiva por los Municipios, el proyecto no pretende imponer un criterio único ni avanzar sobre la autonomía municipal. Resulta evidente que si en un determinado Municipio no existiera un consenso político mayoritario entre las autoridades políticas y/o los legisladores locales que resulte favorable a la conformación de la Policía Municipal, no habría adhesión a la referida ley y, en ese caso, la Policía de la Provincia de Buenos Aires sería la encargada de seguir prestando el servicio de seguridad preventiva local en la jurisdicción de dicho Municipio.

Por su parte, en la actualidad, algunos pocos Intendentes mantienen una suerte de conducción informal y soterrada sobre los servicios policiales provinciales que se prestan en sus terruños. Dirigen sus labores, influencian sus tareas, financian ciertos esfuerzos operativos, apadrinan algunos jefes, disponen ascensos y pases, y hasta encubren negocios ilegales y ocultan la evidente protección que la policía brinda a ciertos negocios criminales de alta rentabilidad. Estos jefes políticos locales nunca apoyarán ningún tipo de iniciativa tendiente a conformar una policía local que dependa orgánica y funcionalmente del Municipio. Ni siquiera alentarían una iniciativa más edulcorada basada en la transferencia del mando funcional de los servicios policiales provincial en el ámbito de sus jurisdicciones. Cualquier emprendimiento al respecto haría visible una realidad político-institucional que pretenden mantener oculta: son los verdaderos jefes de esas policías en la clandestinidad. Y si el ejercicio de dicha jefatura desembocara en alguna crisis política o institucional, deslindarían responsabilidades en las autoridades provinciales sin contemplación alguna. Sobran las experiencias al respecto.

En cambio, aquellos Intendentes que repudian este conjunto de prácticas ilegítimas o que, al menos, no simpatizan con ellas, en la actualidad, no cuentan con el instrumento policial como una herramienta estratégica para un abordaje integral de los asuntos de la seguridad pública local. La mayoría de ellos han desarrollado destrezas y capacidades institucionales de gestión política de la seguridad y pretenden desarrollar políticas integrales 
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y eficientes en la materia. En estos casos, además, la relación que estos Intendentes articulan con la policía provincial es generalmente conflictiva.

De perpetuarse el estado de situación actual, se configuraría un escenario singular en el que los malos gobernantes locales que hoy tienen un manejo efectivo pero encubierto de la policía provincial que labora en sus jurisdicciones o, en su defecto, los gobernantes locales que creen legítimamente que no les corresponde a los Municipios la dirección de una policía local, vulneran la posibilidad de que aquellos que desean superar los anacronismos institucionales actuales y apropiarse de la conducción de las policías para emprender estrategias integrales en materia de seguridad local, no puedan hacerlo. Se trataría de una suerte de contexto extorsivo que el actual proyecto de ley intenta superar brindando la posibilidad cierta de que en aquellos Municipios en los que exista un consenso político mayoritario a favor de la conformación de una Policía Municipal, puedan concretarlo y que cuenten para ello con la debida asistencia política, institucional, técnica y financiera de las autoridades provinciales, si ello fuese necesario.

Entretanto, la descentralización policial a partir de la conformación de las Policías Municipales presentaría varias ventajas. Por un lado, facilitaría una mayor especialización entre policías preventivas y de investigación –éstas a cargo del sistema policial provincial y/o judicial- y, por el otro, permitiría una mayor proximidad, capacidad de respuesta, conocimiento del territorio y control sobre las problemáticas criminales en el plano local. De esta forma, las Policías Municipales mejorarían las labores de vigilancia y prevención, en contraste con las grandes estructuras policiales centralizadas que destinan un mayor número de personal a tareas administrativas y burocráticas en detrimento del trabajo policial operativo.

Para aproximarse a la dimensión de la cuestión planteada, basta analizar el siguiente cuadro que presenta desagregados los datos sobre el Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2010 (cuyos totales ya fueron citados), en los que se observa que siete municipios tienen más de medio millón de habitantes, cifras similares o mayores a la mitad de las provincias argentinas, y que sólo seis municipios –fuera del Gran Buenos Aires-, tienen menos de ciento cincuenta mil habitantes.
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	Partido
	Habitantes 2010
	∆ absoluta s/Censo 1991
	∆ relativa s/ Censo 1991 (%)
	% Población s/Tot.Pcial.
	Superficie (km2)
	% Superficie s/Tot.Pcial.

	La Matanza
	1.775.816
	520.528
	41,5
	11,37%
	323
	0,11%

	La Plata
	654.324
	79.955
	13,9
	4,19%
	926
	0,30%

	General Pueyrredón
	618.989
	54.933
	9,7
	3,96%
	1.460
	0,47%

	Lomas de Zamora
	616.279
	24.934
	4,2
	3,94%
	89
	0,03%

	Quilmes
	582.943
	64.155
	12,4
	3,73%
	125
	0,04%

	Almirante Brown
	552.902
	37.346
	7,2
	3,54%
	122
	0,04%

	Merlo
	528.494
	58.509
	12,4
	3,38%
	170
	0,06%

	Lanús
	459.263
	6.181
	1,4
	2,94%
	45
	0,01%

	Moreno
	452.505
	72.002
	18,9
	2,90%
	180
	0,06%

	Florencio Varela
	426.005
	77.035
	22,1
	2,73%
	190
	0,06%

	General San Martín
	414.196
	11.089
	2,8
	2,65%
	56
	0,02%

	Tigre
	376.381
	75.158
	25,0
	2,41%
	360
	0,12%

	Avellaneda
	342.677
	13.697
	4,2
	2,19%
	55
	0,02%

	Tres de Febrero
	340.071
	3.604
	1,1
	2,18%
	46
	0,01%

	Berazategui
	324.244
	36.331
	12,6
	2,08%
	188
	0,06%

	Malvinas Argentinas
	322.375
	31.684
	10,9
	2,06%
	63
	0,02%

	Morón
	321.109
	11.729
	3,8
	2,06%
	56
	0,02%

	Bahía Blanca
	301.572
	16.796
	5,9
	1,93%
	2.300
	0,75%

	Esteban Echeverría
	300.959
	56.985
	23,4
	1,93%
	120
	0,04%

	Pilar
	299.077
	66.614
	28,7
	1,91%
	383
	0,12%

	San Isidro
	292.878
	1.373
	0,5
	1,87%
	48
	0,02%

	San Miguel
	276.190
	23.104
	9,1
	1,77%
	83
	0,03%

	Vicente López
	269.420
	-4.662
	-1,7
	1,72%
	39
	0,01%

	José C. Paz
	265.981
	35.773
	15,5
	1,70%
	50
	0,02%

	Escobar
	213.619
	35.464
	19,9
	1,37%
	277
	0,09%

	Hurlingham
	181.241
	8.996
	5,2
	1,16%
	35
	0,01%

	Ituzaingó
	167.824
	9.703
	6,1
	1,07%
	38
	0,01%

	Ezeiza
	163.722
	44.915
	37,8
	1,05%
	237
	0,08%

	San Fernando
	163.240
	12.109
	8,0
	1,04%
	924
	0,30%

	San Nicolás
	145.857
	7.990
	5,8
	0,93%
	680
	0,22%

	Tandil
	123.871
	15.762
	14,6
	0,79%
	4.935
	1,61%

	Zárate
	114.269
	12.998
	12,8
	0,73%
	1.202
	0,39%

	Olavarría
	111.708
	7.747
	7,5
	0,71%
	7.715
	2,51%

	Luján
	106.273
	12.281
	13,1
	0,68%
	800
	0,26%

	Pergamino
	104.590
	5.397
	5,4
	0,67%
	2.950
	0,96%


En general, el territorio de los municipios que podrían adherir a esta iniciativa y conformar su Policía Municipal, es acotado, lo que refuerza la necesidad de contar con un sistema de seguridad específico que contemple la realidad local, vinculando la prevención con la presencia que el propio Municipio realiza mediante diferentes servicios en todo su territorio, así como con el ejercicio de las potestades de habilitación y control comercial, construcción y mantenimiento de espacios públicos, iluminación y saneamiento ambiental, entre otras, que para su adecuado despliegue requieren de la interacción permanente de las autoridades locales con organizaciones y foros de vecinos, comerciantes, padres, etc., que son los mismos que demandan al Municipio su atención sobre las problemáticas de la inseguridad.

La realidad de los municipios objeto de esta norma en materia de crecimiento demográfico es evidente. La variación absoluta que media entre los últimos censos es positiva en treinta y cuatro de los treinta y cinco considerados, y más de la mitad de ellos igualan o superan la media provincial, lo que permite suponer que este crecimiento se sostendrá, atento a que no se advierte un cambios en los motivos que lo sustentan y, con ello, sólo cabe esperar un aumento en la demanda de seguridad a las autoridades locales.
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Por todo ello, la conformación de Policías Municipales favorecería el desarrollo local de estrategias preventivas integrales asentadas en el trabajo y la intervención planificada y conjunta de las áreas abocadas a la prevención social de la violencia y las unidades policiales adecuadas al evento o acontecimiento a prevenir o conjurar. También facilitaría la activa participación comunitaria y vecinal en las estrategias locales de seguridad mediante acciones de cogestión y de control. En suma, ello fortalecería la autonomía municipal en la gestión de los asuntos y problemáticas de la seguridad pública local mediante la conformación de un dispositivo social y policial de seguridad pública, garantizando la dirección efectiva y el control inmediato de los gobernantes y de la sociedad en su conjunto.

Nuevas policías de la democracia.

Este proyecto de ley postula que las Policías Municipales deberán ser instituciones públicas, armadas, únicas, especializadas y profesionales que tienen la responsabilidad del mantenimiento del Estado democrático de derecho mediante su intervención en la seguridad preventiva local, naturalmente, dentro del ámbito territorial de la Municipalidad en la que actúen, excluyendo su competencia en relación a lugares sometidos a la jurisdicción exclusiva provincial, federal o militar, en los que deberán actuar las fuerzas de seguridad competentes sin que ello importe, por otra parte, contar con la colaboración y asistencia de la fuerza policial local si así lo requirieran. Se contempla expresamente esta circunstancia en el acápite de cooperación y coordinación.

En este marco, la presente iniciativa establece las bases jurídicas e institucionales de las Policías Municipales en todo lo relativo a la conformación orgánica; los principios básicos de actuación; la misión y función; los mecanismos de cooperación y coordinación institucional e interjurisdiccional; la dirección y administración; la organización; las bases profesionales; la formación y capacitación; la supervisión y control; y el financiamiento. Este conjunto de aspectos constituyen los parámetros doctrinales, organizativos y funcionales básicos y estructurantes de las Policías Municipales y, en ese sentido, resulta esencial que sean comunes a todas aquellas Policías Municipales que se conformen y pongan en funcionamiento en la Provincia de Buenos Aires, sin que ello implique menoscabo alguno a la autonomía de que gozarán los municipios para planificar y administrar las políticas vinculadas a la seguridad pública preventiva local.

En lo relativo a la misión y funciones, el proyecto de ley sigue una concepción minimalista y precisa en cuyo contexto no sólo se establecen el conjunto de misiones y funciones como ya se ha dicho sino, también, con el mismo énfasis, cuales son las funciones que no podrán desarrollar y que quedan a cargo de las policías provinciales. No sólo se propone una estricta delimitación de la misión y las funciones sino también un claro reparto de las responsabilidades funcionales entre las instituciones policiales dependientes de los distintos niveles de gobierno involucrados en la seguridad pública, apuntando a evitar superposiciones de labores y/o concurrencias de tareas operacionales.
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Las Policías Municipales deberán tener como misión exclusiva la seguridad preventiva local destinada a la protección de las personas y los bienes y a la salvaguarda de los espacios públicos, lo que comprende la planificación, implementación, coordinación y/o evaluación de las actividades y operaciones policiales, en el nivel estratégico y táctico, orientadas a la prevención y conjuración de la comisión de delitos y/o faltas graves.

Asimismo, se postula la necesidad de que estas policías lleven a cabo un tipo de labor basada en el policiamiento focalizado, es decir, una acción policial preventiva y conjurativa específica y exclusivamente orientada al abordaje y control de los delitos y/o faltas graves que se produjeran en el ámbito local. Ello hace indispensable que, tal como se establece en el proyecto de ley, las operaciones y acciones de seguridad preventiva local sean planificadas, implementadas y evaluadas a partir del cuadro de situación estratégico y táctico acerca de las problemáticas delictivas y de faltas graves elaborado por el dispositivo policial municipal.

Con ello, se establecen las bases funcionales orientadas a dejar atrás uno de los defectos institucionales más elocuentes en las policías tradicionales que se asientan en la consideración que la institución policial constituye un recurso de gobierno que está para atender cualquier tipo de emergencia, situación crítica o labor institucional que el propio Estado no puede abordar o resolver, dando lugar con ello a una sobrecarga de demandas institucionales y sociales imposibles de cumplir por parte de esta agencia. Además, ello impide que la policía se aboque a aquello que hace a su razón de ser institucional: el control de la criminalidad. El alongamiento funcional a que ha sido sometida la institución policial ha deteriorado el cumplimiento de estas labores y ha diluido la necesaria profesionalización institucional en la prevención y conjuración de los delitos. Por lo tanto, colocar a esta misión institucional como el eje funcional estructurante de la organización y la labor de las Policía Municipales bonaerenses apunta a dejar atrás estas deficiencias y conformar instituciones estatales altamente profesionalizadas en el control preventivo y conjurativo de los delitos.

Esa es la razón por la que, en el proyecto de ley no queda al arbitrio de los Municipios el establecimiento de nuevas misiones, funciones y/o tareas que no se delimiten a la seguridad preventiva local. Y para apuntalar esta suerte de minimización funcional, la iniciativa establece con claridad el conjunto de funciones y labores que no podrán ser desarrolladas por las Policías Municipales. Las funciones de mantenimiento del orden público mediante el uso de servicios policiales de control de grandes manifestaciones; operaciones especiales; investigación criminal en cualquiera de sus modalidades; y seguridad compleja orientada a la conjuración del accionar de organizaciones criminales complejas quedan a cargo de las policías provinciales dependientes tanto del poder administrativo como de las autoridades judiciales encargadas de la persecución penal.

Por su parte, tampoco podrán llevar a cabo labores administrativas o policiales ajenas a las actividades policiales propias de la seguridad preventiva local; practicar notificaciones o diligencias judiciales y/o actividades administrativas de la justicia; cumplir custodias de personas detenidas y/o diligencias o actividades de tipo penitenciarias; custodiar edificios públicos y/o funcionarios o dignatarios; desarrollar labores de seguridad vial y/o dirección o gestión del tránsito; y realizar labores propias de la defensa civil.
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No sería razonable ni auspicioso institucionalmente que el Estado provincial transfiera las competencias, funciones y servicios policiales de seguridad preventiva en los Municipios y que algún Intendente con escasas destrezas en la materia o autoridades judiciales desinteresadas por la seguridad dilapiden una parte sustantiva de los recursos humanos y operacionales de la policía local en el desarrollo de labores ajenas a la seguridad preventiva y que bien podrían ser llevadas a cabo por otras instancias públicas y/o privadas, replicando a nivel doméstico del deformaciones propias de las policías tradicionales. En suma, las Policías Municipales deberían ser instituciones profesionalizadas en el control preventivo y conjurativo de los delitos y faltas graves, abocándose exclusivamente a ese fin.

Por su parte, los principios básicos de actuación así como los parámetros esenciales regulatorios de la dirección y administración, la organización, las bases profesionales y la formación y capacitación de las Policías Municipales son comunes y aplicables a cualquier tipo de organización o servicio policial inscripto en una concepción democrática de policía asentada en ciertos ejes institucionales fundamentales:

1. La conformación de la policía de la democracia como una instancia protectora fundamental del libre ejercicio de los derechos y libertades de las personas y, en ese sentido, productora de seguridad pública sobre la base de la protección y defensa estricta y permanente de los derechos humanos, la convivencia ciudadana y la erradicación de la violencia.

2. La desmilitarización organizativa y funcional de la policía en miras de la conformación de instituciones civiles prestadoras de un servicio de protección ciudadana frente al delito y frente a eventos violentos que lesionan la libertad y los derechos de las personas.

3. La absoluta sujeción policial al ordenamiento legal y normativo democrático y, en ese marco, la subordinación policial a las autoridades gubernamentales responsables de la dirección de los asuntos de la seguridad pública, siempre en el marco de aquel ordenamiento legal y normativo.

4. La desarticulación de toda forma de influencia o manipulación política o de dirección extra-institucional o informal sobre la policía de parte de las autoridades gubernamentales, parlamentarias, judiciales o locales, o, en su defecto, de parte de sectores políticos partidarios o de sectores sociales, y la prescindencia político-sectorial de la institución policial.

5. La minimización funcional de la policía proyectando la problemática delictiva como eje estructurante de la misma, esto es, haciendo que la organización y el funcionamiento policial se estructuren sobre la base de la prevención y conjuración de las problemáticas criminales.

6. La transparencia organizacional y funcional y la rendición de cuentas como ejes estructurantes del control y supervisión administrativo, jurisdiccional, parlamentario y social de la policía en tanto institución pública.
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Estos ejes institucionales y los parámetros esenciales atinentes a la dirección y administración, la organización, las bases profesionales y la formación y capacitación de las Policías Municipales aquí propuestos serán de cumplimiento obligatorio para los Municipios que estén dispuestos a conformar sus propias policías locales y, en ese sentido, deberán institucionalizarse en las respectivas Ordenanzas Orgánicas que las constituyan en el plano local.

Conformación orgánica.

El sistema de seguridad preventiva local regulado en este proyecto, con la delimitación geográfica asociada a las autoridades políticas locales (el Municipio) y el requisito o piso a partir del cual la cantidad de habitantes justifica una organización particularizada y propia, se articula sobre la base del principio de subsidiariedad, por el cual se sostiene la conveniencia de que las demandas y problemas de orden local sean organizados y atendidos por la autoridad institucional, política y normativa que se encuentre más próxima a los sujetos de la política pública específica que se adopte para atender esas demandas y problemas. 

Se deriva del principio de subsidiariedad aplicado a la seguridad preventiva local –en el marco de los mecanismos que establece la propuesta que confía al Municipio la responsabilidad primaria- que el Estado Provincial concurre con carácter supletorio y asume por sí las competencias de seguridad preventiva local, sólo en aquellos casos en que la Policía Municipal fallare en la ejecución de su misión. Eventualmente, concurre también en casos de excepción que expresamente se prevén en este proyecto.

El segundo basamento que inspira toda la normativa proyectada para atender a la conformación orgánica de las Policías Municipales es el principio de sustitución, de modo que el proceso de transferencia de competencias, funciones y servicios no sólo se pauta en forma gradual y estructurada, como se desarrollará a continuación, sino que el despliegue efectivo de las nuevas fuerzas policiales se deberá realizar de modo coordinado, por etapas, a partir de un acuerdo específico, sin que existan superposiciones, pero más importante aún, sin que se configure una situación de falta de servicio. Así, al mismo tiempo que se desplieguen las Policías Municipales se replegará y dejará de ejercer dichas funciones la Policía de la Provincia.

Se ha desarrollado ya el carácter optativo que tiene la propuesta de descentralización. Concretamente, en ejercicio de la soberanía popular, será cada Municipio el que decida, por medio de sus representantes elegidos por voto popular, si quiere asumir la responsabilidad de ejecutar las políticas públicas de seguridad preventiva local mediante la conformación de su Policía Municipal. Por ello, otro eje sustancial de la propuesta contempla otra importante posibilidad de opción del Municipio, esto es, que decida conformar su Policía Municipal con personal policial “nuevo”, a formar y capacitar para que luego sea incorporado a la misma, o que decida hacerlo aceptando el traspaso del personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires que disponga el Poder Ejecutivo y que simultáneamente acepte dicho traspaso.
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A partir de lo expuesto, el proyecto se ha vertebrado en etapas claramente delimitadas:

1. La primera, consiste en el dictado de la Ordenanza de Adhesión del Municipio que quiera conformar su Policía, explicitando la opción de aceptar el traspaso de recursos humanos o rechazándola. La naturaleza propia del proceso implica que en caso que el Municipio decidiera modificar esta opción, antes de concluir la conformación, inexorablemente obligaría a iniciar nuevamente todas las etapas. Se configura así una “expresión de interés” del Municipio, que dispara la siguiente etapa.

2. La segunda, prevé la incorporación de representantes del Municipio (designados por ambos Departamentos, Ejecutivo y Deliberativo) que integrarán una instancia de diagnóstico, análisis y negociación técnicas para la concertación de convenios específicos de conformación de las Policías Municipales. Se propone la conformación de una instancia colegiada, de número reducido, integrada por los dos niveles de Gobierno con representación ejecutiva y legislativa, que haga posible arribar a acuerdos específicos, adecuados a la realidad de cada Municipio, sin la fijación, per se, de un plazo para concluir la tarea; previendo que en este ámbito podrá arribarse a compromisos de ambas partes, fijando precisamente las obligaciones y deberes recíprocos que contemplen todos los aspectos que resulten de interés para ambos niveles de gobierno.

3. La tercera y la cuarta etapa son el nudo del procedimiento complejo que se propone (no en términos de dificultoso sino por el mecanismo para arribar al acuerdo interadministrativo con aprobación legislativa y deliberativa) en tanto se prevé la suscripción por el Gobernador de la Provincia y el Intendente Municipal del convenio específico de conformación de la Policía Municipal, a partir del cual el Departamento Deliberativo lo ratifica (y entra en vigencia, iniciando un plazo de tres años para concluir el proceso), a la vez que debe sancionar la Ordenanza Orgánica de Policía Municipal. Esta cadena de etapas que se inician en todos los casos con acciones concretas de diagnóstico, análisis y concertación, tienen siempre una conclusión que resulta reflejada en la norma que recepta el acuerdo y establece el marco normativo aplicable. 
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4. Por último, cumplidas las etapas que denominaríamos preparatorias, evaluadas y definidas luego de un minucioso estudio –que puede incluir la prestación de asistencia técnica al municipio que lo requiera-, se inicia la última etapa, de ejecución, consistente en la conformación y puesta en funcionamiento de la Policía Municipal, en un plazo general máximo de tres años para todo el proceso que se inicia con la entrada en vigor del convenio específico, donde se deberá desarrollar concretamente la transferencia del patrimonio y los bienes, y en su caso, el traspaso de los recursos humanos, para lo cual, se prevé en este punto que los Municipios integren una instancia específica para el Reencasillamiento del personal policial en las nuevas Policías Municipales.

Este “camino crítico” trazado en la norma proyectada que ponemos a consideración del cuerpo, recoge la experiencia de otros procesos de transferencias o traspaso de competencias a niveles subnacionales o locales, y se establece de modo complejo –en el sentido ya expresado- para vencer las resistencias institucionales, políticas o burocráticas que tienden a dificultar su evolución o, peor aún, a que sean realizados en circunstancias de apremio o crisis en breves períodos de tiempo, sin prever adecuadamente las responsabilidades del nivel que decide descentralizar y correlativamente las obligaciones de quien deberá ejercerlos. A ello obedece la expresa adopción del principio de sustitución ya enunciado.

Por otra parte, resulta necesario dejar establecido ab initio el objeto de la transferencia, para ello se han proyectado normas específicas que delimitan la fuente de información a emplear y precisan con un nivel de detalle propio de una norma reglamentaria o aún de un convenio de partes, pero que resulta indispensable para evitar que las estructuras burocráticas reserven para sí el saber relativo al servicio que resulta asequible al funcionario sólo a través del aparato oficial por lo que sólo aquel que independientemente de la buena voluntad del funcionario puede procurarse dicho conocimiento fáctico está en condiciones, en cada caso, de controlar eficazmente la administración.

Dicho en general para toda esta propuesta, se ha preferido precisar con alto grado de detalle cada aspecto vinculado a la conformación orgánica y a los procedimientos aplicables, para sortear el dilema típico de la estructura burocrática, que frente a presiones de fuerzas externas para obligarla a modificar normas de la organización, tiende a resistirlas o bien expone en plenitud sus disfunciones (entre otras, exagerado apego a los reglamentos; extremo celo en la aplicación de procedimientos; formalismo excesivo, etc.) 

Por ello este proyecto, que persigue justamente alcanzar mayores niveles de eficiencia en la organización de la seguridad preventiva local en los Municipios de más de cien mil habitantes, crea y establece unas pocas instancias de supervisión, concertación, coordinación, control y asistencia que deben ser creadas e integradas por representantes políticos y conformadas ad-hoc, para asegurar que el proceso se llevará a cabo, con ajuste a las previsiones y en los plazos establecidos por la norma.
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La instancia superior de control y supervisión que se propone es la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de las Políticas de Prevención del Delito, Seguridad, Criminalística, Criminología e Inteligencia y de los Órganos y actividades que desarrollan las mismas en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, que fuera creada por Ley 12.068 en el año 1998 en un contexto de crisis como fue la intervención de la Policía Bonaerense, dispuesta en el año 1997. El objeto de dicha Comisión es el seguimiento de la reestructuración que respecto a la Policía bonaerense ha de implementar el funcionario designado como interventor; y tiene por objeto declarado lograr el consenso y compromiso necesario para instrumentar modificaciones en un área de vital importancia para el bienestar y seguridad de la población bonaerense, y a las cuales no pueden estar ajenos los representantes de la misma.

En el mismo sentido, el Art. 87 de la Ley 13.482 de Unificación de las Normas de Organización de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, dispone que esta Comisión Bicameral de Seguridad creada por Ley 12.068 supervise el funcionamiento de las Policías de Seguridad Comunal. De este modo, se establece una instancia única en el ámbito de la Legislatura de Provincia para supervisar y seguir el funcionamiento y conformación de las fuerzas de seguridad locales, asignándole este proyecto la tarea de aprobar cada una de las etapas del procedimiento de conformación de las Policías Municipales y autorizar la ejecución de los planes operativos respectivos. Se propone la creación, también en el ámbito de la Legislatura de la Provincia, de un Comité Ejecutivo, integrado por siete miembros, cuatro del Ejecutivo y la Legislatura (dos cada uno) y tres de los Departamentos Deliberativo y Ejecutivo de cada Municipio, que lo integran ad-hoc. Éste será, entonces, el órgano central en el proceso de asistencia, análisis y diagnóstico técnicos previos a la aprobación de las normas de adhesión, y en cuyo seno se podrá arribar a los proyectos de convenios específicos para instrumentar en cada Municipio la transferencia, por encontrarse representados todos los poderes de ambos niveles de gobierno con interés y competencia en la cuestión. Ya se ha indicado la importancia que se asigna al proceso que permita arribar efectivamente a estos Convenios, que constituyen la “cláusula gatillo” que dispara la etapa de ejecución que desembocará en la puesta en funcionamiento de las Policías Municipales.

Entonces, se precisa su objeto y se reglamenta en el proyecto su régimen de funcionamiento, asignándole la responsabilidad esencial de determinar los montos de los recursos presupuestarios afectados a la función a transferir, consolidando la información que permitirá establecer la línea de base para el financiamiento conforme al Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Provincial inmediato anterior, preservando así la consistencia de la fuente de información; sin dejar de mencionar que en el acápite de este proyecto que se vincula al financiamiento, se establece la consolidación de dichos recursos, que deberán incrementarse, como mínimo, en idénticos términos porcentuales (nominales y reales) conforme a la evolución del financiamiento total asignado a la Policía de la Provincia que se afecten a la prestación del servicio de seguridad preventiva.

El instrumento que este Comité Ejecutivo empleará para cumplir con las etapas que conforman el “camino crítico” es un Plan Operativo General para cada una de las etapas que prevé la norma y para cada una de las Policías Municipales a conformar, identificando todas y cada una de las acciones y actividades que involucre la organización de la fuerza policial local para construir una secuencia adaptada a las necesidades de cada Municipio, a 
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la vez que fija el tiempo y los recursos máximos que demandará su concreción.  Con esta finalidad se le asignan una serie de potestades: requerir información, dirigir relevamientos, elaborar informes y dictar normas transitorias para la organización de los procedimientos, enunciando el proyecto las principales, pero fijando un criterio amplio de interpretación que asegure que podrá desarrollar eficazmente su cometido.

Se establece para ello un régimen de funcionamiento intenso, se fijan las remuneraciones y se establece que deberá contar con una robusta asignación presupuestaria; a la vez que se dispone expresamente que una vez cumplido su cometido deberá ser disuelto. Por otra parte, todo el proceso, e inclusive la autorización de estos Planes Operativos Generales se ponen bajo supervisión y control de la Comisión Bicameral, que considerará los informes de estado de avance y finales que el Comité deberá elevarle en forma trimestral y al finalizar cada etapa, respectivamente. 

Otro instrumento de no menor importancia serán los planes de asistencia técnica. Como se expone en estos fundamentos, las capacidades y recursos de los municipios para diseñar e instrumentar una política de seguridad preventiva local basada en un cuadro de situación estratégico y táctico acerca de las problemáticas delictivas y de faltas graves requerirá de la formación de recursos humanos administrativos, profesionales y técnicos en el ámbito de la administración centralizada de cada Municipio. Interín, el proyecto prevé estos planes de apoyo y diagnóstico que podrán requerir los Municipios al Comité Ejecutivo para llevar a cabo las etapas que denominamos “preparatorias”, y que constituyen los pasos previos necesarios para la conformación de cada Policía Municipal.

Por último, sólo en los casos en que la conformación de la Policía Municipal se hiciera con traspaso de recursos humanos de la Policía de la Provincia, se crea una Junta de Reencasillamiento en el ámbito del Comité Ejecutivo –de naturaleza transitoria como el mismo Comité-, precisando detalladamente los criterios a observar y haciendo explícitas las garantías al personal policial a traspasar asegurando, por un lado, el respeto a los derechos del personal en actividad que sea traspasado y, por el otro, que en el proceso no se cometan abusos o arbitrariedades, consagrando el principio del mérito, en base a exhaustivas evaluaciones de antecedentes y desempeño del personal a traspasar.
Control y supervisión.

En lo que refiere al control y supervisión de las Policías Municipales se establecen dos instancias. La primera, transitoria, en lo que refiere al momento de creación de cada fuerza y, por otro lado, aquellas herramientas que surgen a partir del pleno funcionamiento de cada uno de ellas.

En el proceso que pretende inaugurar este proyecto, es fundamental destacar el rol de control que presentará en forma permanente el Concejo Deliberante. En primera instancia a través del dictado de la Ordenanza Orgánica de Policía Municipal, como norma rectora constitutiva de la fuerza, en la que, entre otros aspectos, deben establecerse las instancias locales de control, con participación de las instancias sociales competentes. De igual modo, el proyecto asigna a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de las Políticas de Prevención del Delito, Seguridad, Criminología e Inteligencia, creada por la 
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Ley 12.068, la función de supervisar y controlar el proceso de instrumentación de las policías municipales, y cumplido este proceso, efectuar el seguimiento en la aplicación de la norma.

El presente proyecto de ley establece de forma clara las distintas instancias vinculadas al control de las policías municipales. Sus aspectos centrales, incluidos en el Capítulo III del Título I, se centran en la creación de la Auditoría General de Policías Municipales. Este organismo unipersonal, instituido en el ámbito del Ejecutivo provincial, cuenta con la asistencia de dos Auditores Generales Adjuntos designados por el Gobernador y un Auditor de Asuntos Internos por cada una de las Policías Municipales. Se apunta así a establecer un organismo de carácter no policial, que deberá gozar de autonomía funcional y financiera y en el seno del poder administrador –responsable de la ejecución de la política de seguridad-, con la finalidad de asegurar un adecuado control, a cargo de una instancia superior, con facultades suficientes para desplegar una estrecha vigilancia sobre las policías municipales, tanto en relación a la observancia y debido cumplimiento de las normas y reglamentos vigentes, cuanto a la efectividad de la labor policial, en suma, un auténtico y amplio control de gestión y cumplimiento.

La Auditoría General de Policías Municipales tiene, por ello, la función principal de supervisión del funcionamiento y evaluación del desempeño funcional y los resultados alcanzados por las distintas las dependencias o unidades de las Policías Municipales en el ejercicio de su misión de salvaguarda de la seguridad preventiva local. Para el cumplimiento de ella se enumeran las distintas acciones que debe desempeñar, tales como reunir información suficiente y confiable sobre el accionar de las Policías Municipales; dictar normas, reglamentos y procedimientos de control interno a los que estará sujeto el personal policial en el control y supervisión del ejercicio de sus funciones específicas; aprobar un plan anual de auditoría e inspección preventiva, programar las evaluaciones institucionales de desempeño e impacto y organizar su desarrollo; elaborar informes de auditoría, realizar inspecciones preventivas y ejecutar pesquisas de cumplimiento sobre las prescripciones de esta ley, su reglamentación y de las Ordenanzas Orgánicas de las Policías Municipales, elevando sus conclusiones al Poder Ejecutivo y a la Comisión Bicameral de Seguimiento y Fiscalización de la Seguridad creada por Ley 12.068.

Se le impone, asimismo, la obligación de denunciar ante la autoridad administrativa o judicial competente la posible comisión de infracciones administrativas o delitos imputados al personal policial y no policial, conforme surja de los informes, inspecciones, auditorías y demás procedimientos de control que desplegare, entre otras, con el objeto de asegurar una adecuada investigación y eventualmente sanción de conductas indebidas o ilícitas.

El proyecto encomienda al Poder Ejecutivo la reglamentación del funcionamiento de la Auditoría General de Policías Municipales, garantizando su autonomía jerárquica y funcional, ello en consulta con el Consejo de Coordinación de las Policías Municipales, con la finalidad de garantizar bases homogéneas de aplicación.

Se prevé también la organización de un Tribunal de Disciplina del Personal de Policías Municipales en el ámbito de la Auditoría General de Policías Municipales, que tendrá la responsabilidad de juzgar a los acusados por la Auditoría General de cometer infracciones administrativas o disciplinarias que constituyan falta grave o muy grave, 
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sobreseyendo o aplicando sanciones según corresponda, observando en todos los casos el debido proceso, el carácter contradictorio y el derecho de defensa, con la finalidad de asegurar la doble instancia en la investigación y sanción de dichas faltas, sustrayendo la potestad sancionatoria que implique graves inconductas –sin perjuicio de las sanciones penales que pudieren corresponder- de la propia organización policial, apuntando a lograr altos grados de objetividad e imparcialidad en los procedimientos.

En lo que respecta al aspecto presupuestario, el Poder Ejecutivo deberá asegurar la asignación de los recursos humanos e infraestructura necesarios para el cumplimiento de los cometidos de la Auditoría General de Policías Municipales. Este punto es sustantivo, ya que sin recursos suficientes, acorde al carácter sus responsabilidades, no será posible garantizar un correcto funcionamiento, sin dejar de señalar en este sentido que el éxito del proceso de descentralización y la correlativa solución de los problemas de seguridad preventiva implicarán en el mediano plazo significativos ahorros en los presupuestos públicos destinados a la persecución del delito en sede policial y judicial.

Por último, se establece un mecanismo de intervención de las Policías Municipales cuando se presenten circunstancias excepcionales de gravedad institucional, desórdenes administrativos o financieros comprobados, ejercicio abusivo de poderes o facultades o incapacidad evidente de una Policía Municipal para cumplir su cometido. Así, el Poder Legislativo podrá disponer la intervención cuando se presenten las circunstancias enumeradas en la propuesta, designando a el/la funcionario/a que ejercerá el cargo de Interventor/a General por un período máximo de ciento ochenta días prorrogables, por única vez, en idéntico plazo. En caso de receso de la Legislatura el Poder Ejecutivo podrá disponer la intervención, dando cuenta inmediata de la misma al Poder Legislativo.

Este punto constituye una salvaguarda más para asegurar los resultados del proceso de descentralización o desconcentración de funciones y servicios policiales al ámbito local. Traduce expresamente la concepción que inspira a este proyecto: un adecuado ejercicio de la obligación indelegable del Estado provincial en materia de prestación del servicio de seguridad a sus habitantes, que ejercerá conjuntamente con los municipios en materia preventiva local –con los alcances establecidos en el proyecto para evitar superposiciones-, para lo cual se establece un mecanismo excepcional, restrictivo y extraordinario que permite una rápida acción institucional con la finalidad de erradicar cualquier exceso, desorden o abuso de la fuerza policial local, sin comprometer el funcionamiento de los Departamentos Ejecutivo y Deliberativo elegidos por el voto popular.

Principios básicos de actuación.

Los principios básicos de actuación configuran las bases doctrinarias fundamentales regulatorias de la actuación, organización y formación de las policías en democracia. Ello no sólo deriva del conjunto de recomendaciones básicas de los principales organismos internacionales sobre la materia sino también de la experiencia institucional de nuestro país.

Las circunstancias concretas en las que la policía desarrolla su trabajo habitual así como la complejidad de las funciones que debe efectivizar en esas circunstancias, las que siempre son singulares y, en general, poco previsibles, determinan el carácter discrecional 
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de la actividad policial. La policía dispone de un considerable poder institucional derivado del amplio margen de iniciativa y decisión que posee durante el desempeño cotidiano de sus funciones en un contexto diverso y casi siempre singular que conlleva la aplicación permanente del juicio personal de sus numerarios, lo que difícilmente pueda ser objeto de una regulación estricta y específica.

Ello deriva de tres factores fundamentales. En primer lugar, las leyes y normas que regulan el sistema penal y la seguridad pública conforman un conjunto de preceptos y disposiciones de carácter general que no reflejan ni contemplan la enorme diversidad y complejidad de situaciones, hechos y casos concretos que se producen en la vida social cotidiana y sobre los que dichos preceptos y disposiciones deben aplicarse diariamente tanto en el presente como en el futuro. La necesidad de que la policía deba cotidianamente aplicar esos preceptos y disposiciones legales de carácter general a diversas situaciones concretas y singulares obliga necesariamente a interpretar dichas normas y a regular su actuación sobre la base de esa apreciación puntual.

En segundo término, existe una enorme multiplicidad de leyes, normas y reglamentos referidos de algún modo a la seguridad pública y a los diferentes aspectos que hacen a ésta y al accionar policial. No obstante, esa multiplicidad normativa no engloba todas las situaciones concretas frente a las cuales la policía está obligada a actuar cotidianamente y, en numerosas ocasiones, son dispares y hasta contradictorias, lo que obliga a la policía a tener que interpretar dicha diversidad en cada situación específica, optar por el curso a seguir y escoger los medios adecuados para la intervención decidida. Y, finalmente, se dan habitualmente condiciones concretas en las intervenciones policiales, casi siempre desenvueltas en situaciones de crisis que requieren respuestas urgentes e inmediatas sobre el mismo terreno, lo que le impone al agente policial actuante la necesidad de tomar decisiones rápidas.

Sin embargo, el reconocimiento del margen de apreciación inherente a la actividad de la policía no supone la aceptación sin reservas del mismo y, en tal sentido, adquieren importancia los referidos principios básicos de actuación. La atención puesta en el establecimiento de criterios generales que regulen de alguna manera los márgenes de apreciación policial se orienta a impedir que dichos márgenes no den lugar a una situación de autonomía institucional en el que la policía termina estableciendo criterios y prácticas autodefinidas y auto sustentadas independientemente de las políticas de seguridad establecidas por el poder gubernamental y, menos aún, que dicha autonomía estimule o facilite la ruptura del principio de legalidad que debe regir la actuación policial en todo momento.

A ello se orienta el establecimiento de los principios básicos de actuación policial en el proyecto de ley. En definitiva, se trata de principios jurídicos –de neta raigambre constitucional- e institucionales que sirven de instancia vinculante de la actuación policial y cuya operatividad, en consecuencia, supone que el margen de apreciación policial esté siempre jurídica e institucionalmente pautado a partir de los siguientes axiomas de los que debe derivar todo lo demás:
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1. Principio de legalidad, por medio del cual los policías deben adecuar siempre sus conductas y prácticas a las normas constitucionales, a los tratados internacionales en materia de derechos humanos y a la legislación y reglamentos vigentes.
2. Principio de oportunidad, orientado a evitar todo tipo de actuación policial innecesaria cuando no medie una situación objetiva de riesgo o peligro que vulnere la vida, la libertad u otros derechos fundamentales de las personas.

3. Principio de gradualidad, volcado a privilegiar las tareas y el proceder preventivo y conjurativo antes que el uso efectivo de la fuerza y a procurar siempre, y ante todo, la preservación de la vida y la libertad de las personas.
4. Principio de proporcionalidad, orientado a escoger los medios y las modalidades de acción adecuadas y necesarias conforme a la situación objetiva de riesgo o peligro existente, tratando de evitar todo tipo de actuación policial que resulte abusiva, arbitraria o discriminatoria o que entrañe violencia física o moral contra las personas.
En este contexto, y abrevando de la experiencia institucional de nuestro país y nuestra provincia, no resulta insignificante la obligación indeclinable de las policías de constituirse como instituciones defensoras de la democracia y el orden constitucional ante cualquier forma de tiranía o dictadura, ni destacar la ausencia del deber de obediencia cuando reciban una orden de servicio manifiestamente ilegítima y/o ilegal, o cuando configure o pueda configurar delito, o cuando provenga de autoridades no constituidas de acuerdo a los principios y normas constitucionales, o en infracción a las disposiciones legales o reglamentarias de aplicación.

Asimismo, en el esfuerzo institucional por sentar nuevas bases doctrinarias e institucionales, el proyecto de ley avanza en una cuestión relevante para la institucionalidad democrática de la seguridad dada por la consideración del policía como un funcionario público portador de un conjunto de deberes legales sólo durante el desempeño de sus funciones. En ese sentido, se postula que el personal policial de las Policías Municipales, en ejercicio de sus funciones policiales y durante la prestación del servicio, en cualquier circunstancia y lugar, deberá hacer uso, exclusivamente, del armamento reglamentario provisto u homologado por la autoridad competente y/o la institución de pertenencia. Cuando dicha prestación laboral conlleve o implique el uso de arma de fuego, el personal policial podrá portar o utilizar únicamente el armamento que le será entregado al comienzo de la prestación del servicio y que deberá ser retirado a la finalización del mismo. Si dicha prestación laboral no conlleva ni implica el uso de arma de fuego, el personal policial no será provisto ni se le homologará ningún tipo de armamento, y no podrá portar o utilizar ningún otro tipo de armamento durante la prestación del servicio. El policía es un trabajador estatal que no debe laborar de manera permanente ni debe pesar sobre él más que el conjunto de responsabilidades atinentes a su desempeño funcional exclusivamente durante su jornada laboral.
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Coordinación institucional y cooperación interjurisdiccional.

A partir de la eventual creación de las nuevas policías locales, el sistema de seguridad de la Provincia de Buenos Aires quedaría integrado por todas las instituciones policiales dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público así como por el conjunto de Policías Municipales dependientes de aquellos Municipios que hayan decidido su creación. 

Esta situación supone la necesidad de establecer dispositivos y mecanismos de coordinación entre el conjunto de policías que actúen en el territorio bonaerense, con el objeto de alentar la necesaria articulación, cooperación y complementación de los distintos servicios policiales. Al respecto, la presente propuesta legislativa apunta a: 

1. Establecer principios rectores para las modalidades de articulación y complementación de las actuaciones y servicios prestados por las policías. Al respecto, en el proyecto se establece el deber de asistencia y cooperación recíproca y la comunicación obligatoria, siempre que los servicios o actuaciones prestadas por una policía afecten a otra.

2. Proveer ciertos servicios de manera centralizada, especialmente la comunicación y la información, debido a que deben ser  compartidos por todas las policías de la jurisdicción. En el proyecto se dispone que el Poder Ejecutivo deberá crear como servicios comunes una red de comunicación que enlace a todas las Policías Municipales y los sistemas de información de seguridad pública necesarios, a los fines de una adecuada coordinación y actuación.

3. Institucionalizar un mecanismo de coordinación a nivel provincial donde se definan parámetros y criterios generales con el objetivo de conseguir la homogeneidad de las Policías Municipales en cuestiones relativas al funcionamiento, la logística e infraestructura policial. En este sentido, el proyecto crea  el Consejo Provincial de Coordinación de Policías Municipales, con la misión de establecer los criterios y parámetros institucionales de coordinación entre las policías dependientes del Poder Ejecutivo y/o del Ministerio Público y las Policías Municipales.

4. Diseñar un dispositivo permanente y estable en cada Municipio de coordinación operativa que integre los diversos cuerpos de policía para lograr una actuación policial coherente y articulada en el territorio. A tales fines, el proyecto establece la creación, en el ámbito de los Municipios que hubieran conformado una Policía Municipal, de una Mesa de Coordinación Operativa Municipal como dispositivo de coordinación permanente de las instituciones policiales y servicios de seguridad pública en jurisdicción de dicho Municipio. 
En este contexto de multiplicidad de agencias actuando en el ámbito provincial y local, especializar a las organizaciones policiales y acercarlas a la población para la 
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resolución de las problemáticas locales así como aumentar el control y mejorar las tareas de patrullaje y vigilancia preventiva sólo es posible mediante el establecimiento de reglas claras de actuación, la provisión de ciertos servicios de manera centralizada y la institucionalización de dispositivos a nivel provincial y municipal de coordinación.

Nuevas modalidades de conducción y organización policial.

En este proyecto legislativo, la autoridad superior de la Policía Municipal es el/la Intendente/a Municipal y, en ese sentido, estará a cargo de la dirección superior y la administración general de la misma.

Al respecto, el principio rector del modelo de policía plasmado en la presente iniciativa se asienta en la consideración de que los policías sólo deben desarrollar labores operacionales atinentes a la seguridad preventiva local, ya sea como policía de base, supervisor o jefe, prescindiendo del desarrollo de tareas ajenas a ello, es decir, tareas relativas a la administración general o tareas de apoyo administrativo a la jefatura o a las autoridades políticas del Municipios. Se trata, con ello, de evitar la alta concentración de agentes policiales en puestos administrativos y de sentar bases organizacionales que favorezcan la especialización de las labores de conducción superior, apuntando a lograr un nivel aceptable de eficiencia y eficacia de la institución policial.

En las policías tradicionales, las labores atinentes a la dirección superior y la administración general son ejercidas integralmente por el mando superior de dichas instituciones con un grado bajísimo de diferenciación organizacional y, dado que en estas instituciones lo más importante es su cúpula y no su sistema operacional, ello favorece la masiva concentración de policías en el desarrollo de tareas administrativas y de apoyo en detrimento de las actividades operacionales. Es evidente la necesidad de invertir este criterio, dejando en un estado democrático de derecho la dirección estratégica y superior y la administración general en manos de personal no policial, concretamente, a cargo de funcionarios electos o designados por éstos.

En función de evitar estos defectos organizacionales, el diseño organizacional de las Policías Municipales se debe basar en una clara diferenciación funcional entre las labores básicas de conducción superior de las Policías Municipales –que comprende dirección superior y la administración general del mismo- y las labores operacionales propias del policiamiento preventivo, concretamente destinadas a la implementación del conjunto de estrategias de control del delito decididas, formuladas y ordenadas por las autoridades gubernamentales del sector y/o la conducción superior de la propia institución policial. Y, sobre la base de esa diferenciación funcional, imponer una diferenciación organizacional mediante la conformación de dos dispositivos organizacionales especializados y específicamente abocados al desarrollo de aquellas labores básicas, esto es, las funciones de gestión directiva superior y las funciones operacionales de la policía.

La administración general de la Policía Municipal comprende la gestión administrativa; la dirección de los recursos humanos; la gestión económica, contable y financiera; la gestión presupuestaria; la gerencia patrimonial e infraestructural; la asistencia y asesoramiento jurídico-legal; y las relaciones institucionales de la institución.
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Este conjunto de tareas deben ser llevadas a cabo a través de la administración centralizada del Municipio de pertenencia y, por lo tanto, deberán ser desarrolladas por personal de apoyo perteneciente a la dotación de la administración centralizada de dicho Municipio. El personal policial de las policías locales no podrá desarrollar este conjunto de labores propias de la administración general de la institución de pertenencia, ni ninguna otra labor ajena o distinta de las labores de carácter policial. Y a los efectos de garantizar que esta prohibición sea efectiva, el desarrollo de las tareas de gestión y/o asistencia administrativa, jurídica e institucional de las unidades operacionales de la Policía Municipal deberán contar con dependencias administrativas integradas con personal de apoyo, cuya dimensión y envergadura dependerán de las necesidades funcionales de las mismas.

Por su parte, la dirección superior de la Policía Municipal está directamente referida a la conducción operacional de la misma en todo lo atinente a la seguridad preventiva local. Y comprende la formulación, el establecimiento y la supervisión del cumplimiento de los parámetros generales y protocolos reglamentarios relativos a la planificación, coordinación y evaluación de las estrategias y acciones institucionales en materia de seguridad preventiva local llevadas a cabo por la Policía Municipal, todo ello mediante el ejercicio de la dirección orgánica y la dirección funcional de la misma. La dirección orgánica de la Policía Municipal comprende el diseño, elaboración, formulación, supervisión, evaluación y/o actualización de los protocolos y procedimientos generales en materia de análisis criminal preventivo, operaciones policiales y logística policial; la estructura operacional y la composición y despliegue de las dependencias y unidades componentes de aquella; la formación y capacitación policial; la estructura y el despliegue del personal policial; el sistema logístico e infraestructural policial; y las relaciones institucionales de carácter técnico-policial. Por su parte, la dirección funcional de la Policía Municipal abarca la planificación, dirección, coordinación, ejecución, supervisión y evaluación de las operaciones y acciones policiales de seguridad preventiva local.

El/la Intendente/a Municipal deberá ejercer la dirección superior de la Policía Municipal a través de un/a Director/a General de la misma que será designado/a por aquel/la, con acuerdo del Departamento Deliberativo. Ello convierte al Director/a General de la Policía Municipal en el jefe operacional de la misma, mientras que el jefe institucional es el/la Intendente/a, como corresponde en un esquema institucional democrático asentado en el principio de la conducción política de la seguridad y las policías.

A los efectos del desarrollo específico de las labores policiales de seguridad preventiva local, la estructura operacional de las Policías Municipales deberá componerse de dos instancias organizacionales básicas:

1. El Centro de Comando y Control Policial (CEC), que conformará el mando operacional superior a cargo de la planificación, conducción, coordinación, supervisión y evaluación del conjunto de las operaciones y acciones de seguridad preventiva local desarrolladas por la institución, para lo cual deberá integrarse de tres áreas funcionales básicas:
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a. El área de Análisis Criminal Preventivo, dedicada a la producción y análisis de la información criminal local que fuera relevante y que permita elaborar el “mapa” de las problemáticas delictivas existentes en la jurisdicción de referencia.

b. El área de Operaciones Policiales, destinada a elaborar, planificar, diagramar, formular y controlar las estrategias y directivas operacionales generales y específicas en materia de seguridad preventiva local, que implementarán las diferentes unidades operativas de la institución.

c. El área de Logística Policial, abocada a planificar, diagramar y evaluar los dispositivos logísticos e infraestructurales de los sistemas técnico-operacionales, los sistemas de armas, los sistemas de movilidad policial, los sistemas comunicacionales, los sistemas informáticos y la infraestructura edilicia.

2. Las unidades operativas medias y de base abocadas al desarrollo de las labores policiales de seguridad preventiva local, y dependientes del Centro de Comando y Control Policial (CEC). Al respecto, las autoridades municipales podrán crear los agrupamientos y unidades especializadas que consideren pertinentes en el ámbito de su jurisdicción, tales como unidades de seguridad preventiva urbana, donde hubiera que desarrollar labores de seguridad en grandes urbes; unidades de seguridad preventiva rural en el ejido no urbano; unidades de seguridad preventiva fluvial o marítima, donde hubiera jurisdicciones con costas fluviales o marítimas; o unidades temáticas especializadas como, por ejemplo, unidades de seguridad del turista, o de violencia familiar, etc.

El/la Director/a General de cada Policía Municipal de la Provincia de Buenos Aires ejercerá la dirección funcional en el nivel estratégico-operacional de la misma a través del Centro de Comando y Control Policial (CEC), el que será contará con un/a Directora/a Ejecutivo/a, que deberá ser designado/a por el/la Intendente/a Municipal, a propuesta del/la Directora/a General de dicha institución.

Por cierto, las dependencias y/o unidades que compondrán las estructuras enunciadas precedentemente serán establecidas y/o modificadas, exclusivamente, en la Ordenanza Orgánica de la Policía Municipal de referencia. Y siempre estarán conformadas por personal policial.

En efecto, el personal policial de las Policías Municipales sólo podrá desarrollar las labores de carácter policial atinentes a la seguridad preventiva local, independientemente de su grado jerárquico y/o especialidad, ya sea como policía de base, policía supervisor o policía jefe. Es decir, como ya se indicó, se prohíbe que el personal policial desarrolle labores propias de la administración general de la institución de pertenencia, ni ninguna otra labor ajena o distinta de las labores de carácter policial.
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Ahora bien, en el modelo de organización policial que conlleva la presente propuesta legislativa, la instancia organizacional fundamental de las Policías Municipales es la estructura operacional de las mismas. En consecuencia, la estructura de dirección superior constituye una instancia orgánica de apoyo, y en cuanto tal deberá estar dotada de la menor cantidad de recursos humanos e infraestructurales posibles, con relación a la estructura operacional de dichas instituciones.

Régimen profesional.

El régimen profesional de las Policías Municipales se estructurará sobre la base de parámetros adecuados a las nuevas modalidades de organización y funcionamiento policial establecidas en la presente iniciativa.

En ese marco, el personal policial de las policías locales de la Provincia de Buenos Aires revistará en un escalafón único que contará con los agrupamientos y/o especialidades establecidos en la Ordenanza Orgánica de la institución de referencia. En ese marco, tendrá una carrera profesional única basada en el principio de profesionalización especializada mediante el cual la carrera se desarrollará dentro de los agrupamientos y/o especialidades establecidos por la reglamentación, evitando los cambios entre agrupamiento y/o especialidad, el que, de darse, será excepcional.

Por su parte, el personal policial se organizará en una categoría única de Oficiales estructurada sobre la base de un sistema jerárquico integrado por pocos grados jerárquicos, esto es, por 9 grados (Oficial Ayudante; Oficial Principal; Oficial Inspector; Oficial Mayor; Subteniente; Teniente; Subcomisionado; Comisionado Mayor; y Comisionado General). Para el desempeño de las labores policiales básicas resulta fundamental las destrezas y capacidades profesionales necesarias para el desarrollo de las actividades correspondiente a cada grado jerárquico y/o especialidad. La tradicional distinción categorial entre oficialidad y suboficialidad se asienta en la primacía de la antigüedad como criterio básico de desempeño funcional y de promoción institucional para la ocupación de cargos o ascensos jerárquicos, secundarizando o relativizando las destrezas y competencias profesionales derivadas de la pertenencia a determinados agrupamientos y/o especialidades. Esa es la razón por la cual, en las policías tradicionales, existen numerosos jefes superiores absolutamente incompetentes para ejercer labores de dirección pero, dado que nunca han tenido severos problemas disciplinarios y/o han tenido apoyos políticos externos, han llegado a forma parte de la cúpula institucional. Además, la necesidad de contar con dos dotaciones de personal –oficialidad y suboficialidad- encarece requiere de una mayor dotación de personal y, por ende, encarece los gastos en personal.

El grado jerárquico sólo tiene sentido en función de las labores correspondientes a cada estrato de oficiales. Por ello, en el proyecto, se diferencia los siguientes cuadros jerárquicos
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1. Oficiales Subalternos, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Oficial Ayudante, Oficial Principal, Oficial Inspector y Oficial Mayor, y que estará abocado al desarrollo de las labores operacionales básicas.

2. Oficiales Supervisores, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Subteniente, Teniente y Subcomisionado, y que estará abocado al desarrollo de las labores de supervisión y/o mando operacional medio.

3. Oficiales Superiores de Conducción, integrado por el personal policial que alcance las jerarquías de Comisionado Mayor y Comisionado General, y que estará abocado al desarrollo de las labores de dirección y/o mando operacional superior.

En este marco, y como derivación de estos parámetros profesionales, en el proyecto legislativo presentado, el ejercicio de la superioridad en el ámbito de las Policías Municipales no se limitará exclusivamente en el ejercicio de la superioridad jerárquica, que es la que ejerce un efectivo sobre otro como consecuencia de la posesión de un grado jerárquico superior o, a igualdad de grado, por la antigüedad en el grado jerárquico de pertenencia y, a igualdad de antigüedad, por la fecha de ascenso al grado inmediato anterior y así sucesivamente, hasta el promedio de egreso del instituto de formación. Así ocurre en las policías tradicionales, en las que lo único que vale es la obediencia ciega a la superioridad. En la propuesta, se postulan otras dos modalidades de ejercicio de la superioridad:

1. La superioridad orgánica, que ejerce un efectivo porque ocupa un cargo en la estructura operacional de la institución de pertenencia con funciones de dirección o conducción, independientemente de su grado jerárquico.

2. La superioridad funcional, que ejerce un efectivo sobre otro durante el desarrollo de una misión, operación o actividad concreta y específica, ordenada por un superior, y en la que se le asignan responsabilidades y atribuciones precisas de mando a un efectivo que tiene un grado jerárquico y/o un cargo inferior al de los demás integrantes de la misión, operación o actividad, siempre que medien razones de servicio que así lo justifiquen.

Ello tiene un significado particular: desvincular, en determinadas situaciones, el ejercicio del mando del grado jerárquico y habilitar, así, la posibilidad que tanto la ocupación de un determinado cargo orgánico como la asignación de una determinada función no esté determinada exclusivamente por la detención de un grado jerárquico sino por las capacidades y destrezas del oficial, independientemente del grado jerárquico.

A tono con este criterio profesional, en el proyecto, se establece que la promoción del personal policial de las Policías Municipales para la ocupación de los cargos orgánicos así como para el ascenso al grado jerárquico superior se deberá decidir de acuerdo con los siguientes criterios:
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1. La formación y capacitación profesional especializada, de acuerdo con el agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro y grado jerárquico; y/o las funciones desarrolladas.

2. El desempeño profesional a lo largo de su carrera profesional, de acuerdo con el agrupamiento y/o especialidad de pertenencia; el cuadro y grado jerárquico; y/o las funciones desarrolladas.

Los antecedentes funcionales y disciplinarios así como la antigüedad en la institución y en el grado jerárquico de pertenencia nunca serán predominantes para ninguna de ambas modalidades de promoción.

Por su parte, en el presente proyecto de ley, se prohíbe al personal policial de las Policías Municipales la práctica de desfile y/o formación marcial; el saludo mediante venia, golpe de tacos y/o adopción de la denominada posición de firmes; la portación y/o exhibición de armas y la invocación de cualquier credo religioso en cualquier tipo de acto, ceremonia y/o evento oficial o no oficial en el que participe; y el uso de insignias, estandartes o cualquier tipo de referencia simbólica y/o cualquier tipo de composición musical que identifique agrupamientos, especialidades, unidades y/o dependencias de la Policía Municipal de pertenencia. Con ello, se apunta a prohibir prácticas típicas de las policías tradicionales que ritualizan una suerte de militarización en el desempeño de las funciones policiales y en el relacionamiento entre los miembros de la institución, todo ello sobre la base de la reificación de la sumisión a la superioridad como eje estructurante de la vida institucional de esta policías viejas. Todo esto es incompatible con una “policía ciudadana” que debe laborar junto a las personas y que, para ello, deben dejar de lado este conjunto de prácticas cuarteleras.

Formación y capacitación.

Los parámetros de formación y la capacitación profesional del personal policial de las Policías Municipales se asientan básicamente en la producción de capacidades y competencias profesionales específicas que fuesen adecuadas a las labores ocupacionales y las tareas básicas propias del agrupamiento y/o especialidad; el cuadro y/o grado jerárquico; y/o el cargo orgánico de pertenencia. Se trata de una concepción de educación policial especializada y práctica estrictamente orientada a la formación y capacitación para el ejercicio efectivo y competente del trabajo policial según las diferentes especialidades y jerarquías, descartando los viejos modelos generalista y enciclopedista propios de las policías tradicionales.

Asimismo, de acuerdo con el modelo de policía ciudadana que se sigue en el presente proyecto, se repudia todo tipo de impronta militarista en la educación policial. En razón de ello, se prohíbe que en los  cursos de formación y/o capacitación profesional del personal policial se lleven a cabo procedimientos o técnicas didácticas que supongan la realización de movimientos de orden cerrado; saludos, desfiles y/o marchas marciales; o actividades físicas sancionatorias o disciplinantes del estudiante u oficial, prácticas contrarias a la educación de un policía-ciudadano.
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En este marco, la formación profesional de base del personal policial deberá estar articulada sobre la base de los siguientes núcleos curriculares básicos:

1. Legal-institucional, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de las bases legales e institucionales de la labor policial, en particular, los derivados de la administración pública; la gestión administrativo-policial; el sistema institucional administrativo, judicial y legislativo; el derecho público y administrativo; el derecho penal y el derecho procesal-penal; la acción y los procedimientos administrativos y jurisdiccionales, todo ello referido a la seguridad preventiva local.

2. Social-criminológico, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de las ciencias sociales aplicados a las problemáticas delictivas e institucionales referidas a la seguridad pública local.

3. Ético-profesional, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios de la profesión y función policiales; los principios básicos de actuación policial; los derechos humanos, tanto en sus bases legales como en los tratados y la doctrina internacional y en su protección concreta por parte de la actuación policial; y todo lo referido a la libertad y protección ciudadana.

4. Técnico-policial, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios del ejercicio de las labores policiales generales y en particular, de aquellas específicamente relativas a la seguridad preventiva local, la gestión policial estratégica y táctica, las acciones técnico-operacionales, de supervisión y de dirección policiales, el análisis criminal y la logística policial.

5. Técnico-especializado, orientado a la formación del estudiante en los conocimientos propios del derecho y la actividad de seguridad atinente al campo específico de actuación.

Asimismo, la capacitación profesional del personal policial deberá asentarse en los siguientes núcleos curriculares básicos:

1. Especialización Policial, para la capacitación especializada de los Oficiales en función del desempeño de las labores propias de los agrupamientos y especialidades y/o el desarrollo de las actividades específicas que requieren conocimientos, habilidades y aptitudes especiales.

2. Conducción Policial, para la capacitación especializada de los Oficiales Superiores y Supervisores con responsabilidades de dirección superior o supervisión media.
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3. Actualización y/o Entrenamiento Policial, para la capacitación permanente y/o el entrenamiento especializado de los Oficiales, a los efectos de actualizar la formación de base, en función del desempeño de las diferentes labores policiales referidas a la seguridad preventiva local.

4. Promoción Policial, para la capacitación y preparación de los Oficiales que aspiren a ascender al grado jerárquico superior de la carrera profesional policial, o a ocupar los cargos orgánicos que correspondan, conforme lo establezca la reglamentación.

El diseño y organización de la estructura pedagógica y curricular de la formación y capacitación del personal policial de las Policías Municipales deberá ser establecido por instituto educativo abocado a ello, siempre de acuerdo con los lineamientos y directivas establecidas al respecto por el/la Intendente/a. A esos fines, ese instituto podrá celebrar convenios y/o acuerdos con universidades, academias, institutos y/o centros de estudios, públicos o privados.
Financiamiento.

En el presente proyecto de ley, el traspaso a los Municipios que decidan conformar Policías Municipales de las competencias, funciones y servicios policiales conducidos y administrados por el Poder Ejecutivo mediante la Policía de la Provincia de Buenos Aires deberá conllevar necesariamente la transferencia de los recursos presupuestarios que en ese momento estén asignados a la policía provincial para afrontar los gastos corrientes y de capital que demanden el cumplimiento de las funciones de seguridad preventiva local en el ámbito del Municipio de referencia.

En este marco, resulta necesario crear un Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales destinado a financiar los gastos corrientes y de capital necesarios para el funcionamiento de las Policías Municipales que se conformen. Este fondo deberá estar integrado por los recursos presupuestarios determinados por el Comité Ejecutivo de Transferencia de Competencias, Funciones y Servicios Policiales Provinciales a las Policías Municipales según los el monto de los recursos presupuestarios asignados a la Policía de la Provincia de Buenos Aires para afrontar los gastos corrientes y de capital que demande el cumplimiento de las funciones de seguridad preventiva local en el ámbito del Municipio de referencia, al 31 de diciembre del año anterior a la promulgación de la ley.

Los recursos financieros presupuestarios, extrapresupuestarios y/o tributarios de asignación específica acordados con el Estado provincial para atender el funcionamiento de las Policías Municipales deberán ser transferidos, en lo posible, en forma diaria y automática. Asimismo, es necesario garantizar una evolución presupuestaria constante mediante el incremento de los recursos del presupuesto provincial asignados al Fondo para el Fortalecimiento de las Policías Municipales, como mínimo, en idénticos términos porcentuales nominales y reales según la evolución del financiamiento total asignado a la Policía de la Provincia de Buenos Aires para el cumplimiento de sus funciones de seguridad preventiva.
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Estas disposiciones apuntan a garantizar un horizonte de previsibilidad tanto para el fisco provincial como para las cuentas públicas de los municipios que deberán asumir la responsabilidad de desarrollar los servicios públicos de seguridad preventiva local. La experiencia indica que frente a la transferencia de servicios o funciones a niveles gubernativos de menor nivel el delegante tiende a redireccionar recursos a la atención de otras funciones gubernamentales, desatendiendo lo que hasta el traspaso fuera su obligación. Lo delicado de la temática impone brindar ciertas garantías que se proponen en este proyecto como una base, pero que en modo alguno obstan al establecimiento de otros mecanismos tales como la delegación del cobro de ciertos tributos con participación parcial o total a favor del municipio que asuma el desafío de crear su Policía Municipal, la conformación de un fondo fiduciario con afectación tributaria específica destinado a atender esta función, el establecimiento de mecanismos de compras concertados o centralizados, por señalar sólo algunas alternativas.

Disposiciones complementarias

El proyecto propone unas pocas disposiciones complementarias y modificatorias que resultan de gran relevancia. En primer lugar, precisa cómo se  asegura al personal policial que sea traspasado de la Policía de la Provincia de Buenos Aires a las Policías Municipales, o aún en caso que no existiera tal traspaso, al personal policial que se incorpore a esta fuerzas, como mínimo, igualdad de tratamiento en materia previsional y de cobertura de salud, tal y como fija el principio general contenido en el Art. 31 del proyecto.

En segundo lugar, la norma propuesta se inscribe en el marco jurídico vigente en materia de seguridad pública, por ello se establece a lo largo de su texto que serán de aplicación supletoria y que tendrán virtualidad a los fines interpretativos las normas vigentes que regulan el funcionamiento de la seguridad pública. Por ello se modifican algunos artículos de dichas normas, incorporando al Consejo Provincia de Seguridad Pública a los/as Intendentes/as que organicen sus Policías Municipales, se fija un criterio uniforme para encuadrar a los distritos de nuestra Provincia en dos posibles opciones –sin ignorar que podrían no optar por ninguna de ellas, dejando en manos de la Policía de la Provincia las labores de seguridad preventiva-, esto es, la conformación de Policías de Seguridad Comunal en municipios con menos de cien mil habitantes y Policías Municipales en aquellos que igualen o superen esa cifra.

Finalmente, se articulan disposiciones en relación a la reglamentación de la norma, deslindando las responsabilidades y competencias propias de la normativa que deberá dictar el Poder Ejecutivo, de la que deberán instrumentar los Municipios una vez dictada la Ordenanza Municipal de Policía Municipal. En igual sentido, se ratifica la prescripción normativa que deriva del Art. 1° en relación a la vigencia de la norma a nivel local, inescindible de la adhesión que deberá decidir el Departamento Deliberativo local, con el acuerdo del Departamento Ejecutivo, en atención a su facultad de veto.
Cabe destacar la invalorable labor de asistencia legislativa, institucional y política brindada por Matías Novoa Haidar, Nicolás Rodríguez Games, Santiago Fernández, Nicolás Trotta, Maximiliano Novas, Santiago Lizuian y Damián Toppino para la elaboración de esta propuesta legislativa.
Por todo lo expuesto, solicitamos a mis pares el pronto tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley.
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